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Presentación
La discusión sobre el papel del Estado en la economía constituye uno de los
ejes centrales de la actual evolución, tanto de la realidad de las Sociedades Occi-
dentales como del propio pensamiento económico. Y ello no porque el tema sea
nuevo en los planteamientos económicos. Al contrario, en toda la historia de la
moderna economía la interpretación de las funciones del Estado en los procesos
económicos ha sido una constante, cuya dimensión ha variado, incluso, en deter-
minados periodos de forma radical. Ha sido en muchos de los pensadores econó-
micos la gran preocupación en torno a la cual se ha centrado toda o dominante-
mente la interpretación económica.
Pero es que, además, no se traía solamente de un problema teórico, sino de
uno de los grandes debates diferenciados de los programas políticos. La búsqueda
del papel que debe tener el Estado en lo que se refiere a la configuración, reali-
zación y control de los procesos económicos preocupa constantemente, y más en
estos momentos en la Europa de tas tres últimas décadas. La penetración constante
y profunda del Estado en la vida económica en muchos de los países de corte
occidental vienen determinados por muy diversos factores. Pero dominantemente,
y a la vista de la evolución a partir de los años cuarenta, puede decirse que
ha sido, por un lado, la falta de confianza en la capacidad de los propios indi-
viduos que componen una Sociedad para resolver de forma descentralizada en
base del protagonismo individual, con sus riesgos y oportunidades, los problemas
de la Sociedad, buscando en la burocracia una mayor capacidad de respuesta, y,
por otro lado, y quizá como consecuencia en parte de la consideración anterior, en
las dimensiones económicas y políticas que ha alcanzado el campo de la política
social.
La penetración del Estado en la configuración, realización y control de la
vida económica alcanza dimensiones hoy día que obligan a incidir y reflexionar
sobre el Estado actual. Y ello no sólo por la que hay en la propia dimensión poli-
tica en cuando que se reduce a simplificaciones absurdas e inoperantes la discu-
sión sobre actividad privada y pública, sino porque el peso de la intervención
estatal en materia de seguridad social ha configurado un determinado y determi-
nante comportamiento del individuo y la rotura o ya mera consideración de una
interrupción de determinados "status quo" sea casi imposible o los políticos no
lo consideran viable. A ello se debe añadir que la actividad pública en los pro-
cesos económicos, y no sólo por lo que se refiere a las actividades de carácter
comunitaria como servicios, sino también en la actividad productiva propiamente
dicha, ha alcanzado en todos los países occidentales cotas muy elevadas con una
decisiva influencia sobre la eficacia del conjunto económico. Sobre esta proble-
mática específica de la empresa pública se ha ocupado el anterior dictamen,
"Costes y Precios en la Empresa Pública", editado con el número 1.
La discusión sobre actividad pública y actividad privada en una economía
occidental no puede simplificarse en posiciones meramente ideológicas a favor o
en contra. La realidad es mucho más compleja y variada como para poder aceptar
semejantes planteamientos. Además de una realidad histórica, de una evolución
político-económica y de la propia estructura económico-social con la infinita varie-
dad de procesos económicos, debe de considerarse, lo que se olvida constante-
mente. Toda actividad económica, sea pública, cuasi pública o privada en sus
múltiples versiones y facetas, se realiza en una actividad empresarial. Toda acti-
vidad empresarial posee tres amplios niveles o subsistemas, a saber: un subsis-
tema político en el que se fijan valores y se da orientación a la actividad empre-
sarial; un subsistema empresarial propiamente dicho que confirme, dirija y con-
trole la actividad económico-social de la empresa, y un subsistema de realización
propiamente dicha. Lo que sucede es que si no se organizan adecuadamente los
tres subsistemas y se definen claramente las interdependencias entre ellos, la difu-
sión de poderes y de responsabilidades lleva innecesariamente a la ineficacia en el
objetivo que debiera ser considerado como primordial: la eficacia en la asigna-
ción de los recursos utilizados, eficacia que necesariamente debe ser, en primer
término, económica, como condición "sine qua non", para que pueda ser verdade-
ramente social. El querer reducir una actividad empresarial al plano dominante
del subsistema político, con las características definidoras de todo proceso político
como proceso de decisión, llevará, por la propia estructura y características de
estos procesos, a la ineficacia, en la mayoría de tos casos, de la alocación de los
recursos en unidades económicas singulares. Tampoco el dominio del segundo de
los subsistemas debe evitar una actuación que viene reflejada desde los años se-
senta bajo el concepto de "responsabilidad social (frente a la sociedad) de la
empresa" constituye un reflejo unívoco de esta interdependencia,
Pero, sin embargo, uno de los aspectos que han pasado inadvertidos en los
planteamientos sobre el papel del Estado en la economía ha sido el que las actua-
ciones parciales, puntuales del Estado, bien por propia iniciativa de sus diversas
instancias burocráticas, o bien, también precedentemente, a petición de grupos
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específicos sociales y de sectores e incluso empresas concretas, lleva a destruir,
y on todo caso a distorsionar, el funcionamiento del sistema económico. Nadie
puede discutir que en la sociedad actual el Estado tiene necesariamente que reali-
zar actuaciones que interfieren en la vida económica. Pero lo que debe quedar en
claro es que esta actuación del Estado debe de estar sujeta fundamentalmente a
las reglas del orden económico que haya fijado. Esto es, el Estado debe básica-
mente centrar su actuación en la definición, aplicación y control del orden econó-
mico, dentro del cual deben de actuar los diferentes agentes económicos con un
conocimiento claro y unívoco de las reglas de juego de actuación en lo social,
coyuntura! y de infraestructura, en las que el Estado, bien pos sí soló, bien en la
actual tendencia de colaboración con la economía privada con su supremacía
organizativa, debe actuar como agente que facilite el proceso económico. Y cuando
el Estado actúe en el campo de los procesos productivos directamente u observa
las reglas del sistema económico que regule esta área, o si su intervención no
puede ajustarse, debe de fijarse tales situaciones en limitaciones en la disponibi-
lidad de recursos y en el tiempo, imponiendo controles adecuados para conocer si
¡a eficacia perseguida es o no alcanzada, o en qué grado.
Es frecuente oír acusaciones a que el sistema económico que instrumenta la
asignación de los recursos a través del mercado y de los precios ya no vale, no
resuelve adecuadamente los problemas de una sociedad moderna. Lo que no se
investiga o no se quiere investigar es por qué no funciona. El dictamen que aquí
se presenta recoge una respuesta precisamente a esta pregunta y busca una inter-
pretación del porqué no funciona, analiza los juicios que se remiten sobre este
sistema y ofrece amplias soluciones. Todo el planteamiento realizado se debe
encuadrar dentro de un "Orden de Economía Social de Mercado", con sus carac-
terísticas que definen claramente, con un estilo único, el papel del Estado en la
Economía.
Una Sociedad pluralista exige un orden económico abierto, eficaz en la asig-
nación de los recursos y que ofrezca soluciones a los problemas de la Sociedad.
Una verdadera eficacia social pasa por una eficacia económica, aunque si bien
a ésta sola no le es en todos los problemas sociales factible una solución. De ahí
que solamente con una vigorización de un orden de economía social de mercado,
en el que se revitalice el protagonismo del individuo, se asegure al riesgo la opor-
tunidad, se busque la solución a los problemas, viejos y nuevos, de la sociedad,
y garantice respuestas a nuevos problemas y situaciones, se conseguirá salir del
estado actual de muchas sociedades.
Con este Dictamen, elaborado para el Ministerio Federal de Economía de la
República Federal de Alemania por cuarenta expertos pertenecientes a una amplia
gama de sistemas de valores, se da buena prueba de la potencia indiscutible que
alberga un orden de economía social de mercado. La doctrina expuesta en el
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mismo debe ser detenidamente considerada no sólo por los políticos, sino tam-
bién por los estudiosos de la economía para revisar y, en su caso, replantearse el
estado actual del conocimiento económico.
Sin una política económica caracterizada por su constancia, por un lado, y
por su reforzamiento de la actividad empresarial, con sus riesgos y oportunidades
propias, bajo el criterio de la eficacia en la asignación de los recursos, será difícil
dar una respuesta positiva a la situación cambiante, acelerada en estos momentos,
no sólo en cuanto a los factores de producción y a la presión de la sociedad,
sino también a la innovación tecnológica. La capacidad de adaptación y de flexi-
bilidad son criterios básicos a la hora de valorar un orden económico. Y sólo
se encuentran estos criterios en un orden económico abierto que permita modi-
ficar los "status quo" existentes; pero dando al propio tiempo una adecuada res-
puesta social a las durezas sociales que se producen en muchos de los procesos
de adaptación de una economía.
Con esta contribución se trata de facilitar al estudioso y al político plantea-
mientos y criterios que estoy seguro servirán de base científica para revisar esque-
mas discutibles e iniciar una revisión del pensamiento económico de nuestro
momento.
SANTIAGO GARCÍA ECHEVARRÍA
Catedrático de Política Económica
de la Empresa
Alcalá de Henares, noviembre 1979.
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I. Justificación y contenido de este Dictamen
A. INTRODUCCIÓN: SUPUESTO FRACASO DE LA ECONOMÍA DE MERCADO
1. Desde hace treinta años existe en la República Federal de Alemania
un orden económico que se basa ampliamente en el mecanismo del mercado
y en la competencia (orden de Economía de Mercado). Este orden económico
ha sufrido ya, con el transcurso del tiempo, diferentes y múltiples modifica-
ciones. Actualmente funciona bajo condiciones determinantes que se diferen-
cian claramente de aquéllas que lo definieron en los años 50. De aquí que
se planteé la necesidad de que debe continuar el desarrollo del orden de Eco-
nomía de Mercado y de reconsiderar constantemente sus fundamentos,
2. Los que critican a la Economía de Mercado consideran frecuentemente
sólo elementos aislados en los mercados concretos para rechazar este orden.
Pero la economía de mercado encuentra también oposición básica porque se
le asigna la responsabilidad de numerosos defectos e insuficiencias de la eco-
nomía y de la sociedad. Así, se le achaca que la dirección de la producción
en base a la magnitud de la rentabilidad de las economías singulares no sirve
para satisfacer las necesidades básicas del hombre, que lleva a la destrucción
del medio ambiente, así como al despilfarro de los recursos naturales escasos
y que constituye un obstáculo para una distribución equilibrada del bienestar
y del poder. Lo que significa, según estas posiciones, que al mantener un tal
orden económico se crean condicionantes innecesarios, que obstaculizan las
soluciones deseadas de los problemas de la Sociedad y, con ello, la creación
de un orden de sociedad más justo.
3. Una investigación de las nuevas funciones de un orden económico debe
partir del hecho de que, en realidad, en las últimas décadas se han modificado
—de forma más acentuada que en épocas precedentes— elementos fundamen-
tales muy decisivos en la actividad económica. Así, la concentración de em-
presas y la disminución de la participación de trabajadores autónomos dentro
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del conjunto de la población activa, ha incidido tanto en el tipo como en la
intensidad de la competencia, aunque si bien las consecuencias no sean tan
unívocas como parecen en un primer momento; y ello porque una concen-
tración en el caso de mercados en una fase expansiva e internacional no pue-
de considerarse como una debilitación de la competencia. Entre las grandes
transformaciones que se han producido deben considerarse además las nue-
vas tendencias en cuanto a la división del trabajo en la economía mundial,
la magnitud y orientación del progreso técnico, la escasez, temida por muchos,
de recursos naturales, así como la evolución de la población. Aunque queda
pendiente de aclaración, si realmente se ha producido una aceleración gene-
ral de la transformación estructural, pueden asignarse tanto los problemas de
ocupación como las distorsiones en el crecimiento económico, a las modifica-
ciones de la estructura de la población, al progreso técnico específico, a im-
pulsos de la coyuntura mundial y del comercio internacional, así como a las
dificultades de aprovisionamiento de energía. En la búsqueda de soluciones
para estos problemas no debe olvidarse, que el orden de economía de mer-
cado en una configuración apropiada ofrece, en muchos de los casos, solu-
ciones verdaderamente eficaces. Muchos de los problemas se han agudizado
solamente por el hecho de que de forma consecuente se han obstaculizado las
soluciones que puede aportar la economía de mercado, provocándose así
adaptaciones erróneas y demoras.
B. CONSECUENCIAS DE POSICIONES MODIFICADAS
4. Las posiciones en parte escépticas o incluso opuestas a la economía
de mercado (ver apartado 2) no sólo inciden de forma inmediata en el com-
portamiento de los sujetos económicos, sino que también provocan tenden-
cias en la política económica a buscar soluciones ad-hoc apresuradas para los
problemas existentes, sin considerar, para nada, las consecuencias en la po-
lítica de orden económico. Estas posiciones y sus consecuencias se basan es-
pecialmente en el hecho de que las ventajas alcanzadas dentro de un ordena-
miento de una economía de mercado se consideran como naturales, e incluso
no se atribuyen a la economía de mercado. Por el contrario, se perciben como
inaceptables las exigencias que la economía de mercado impone al comporta-
miento de individuos y de grupos. El creciente bienestar y la libre actuación
se consideran como componentes dados, pero al mismo tiempo se exige que
se asegure al individuo, lo más ampliamente posible, de las situaciones cam-
biantes en el mercado, buscando en cada momento otras garantías para man-
tener su posición individual alcanzada. El que no puedan conseguirse ventajas
sin considerar también la existencia de riesgos, se plantea como un dilema de
la economía de mercado, al que se cree poder evadir mediante una modifica*
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ción del sistema. Pero no se plantea si otros sistemas constituidos no llevan
implícitas otras desventajas más negativas. Falta comprensión sobre la forma
de funcionar de los sistemas económicos.
C. DISTORSIONES COMO CONSECUENCIA DE LAS CRECIENTES INTERVENCIONES NO
SISTEMÁTICAS
5. Como consecuencia de la modificación de las posiciones frente a la
economía Úe mercado se exigen cada vez más acciones intervencionistas; se
multiplican los motivos para la intervención estatal. Estas intervenciones se
orientan básicamente y de forma creciente a mantener las posiciones de los
diferentes grupos. Si tales posiciones y mentalidades orientan la política, la
sustitución del mercado por las intervenciones estatales aparece como la me-
dida más clara y de eficacia más inmediata. Y puesto que falta la comprensión
del funcionamiento del sistema global en la opinión pública, se logra incluso
llegar a justificar aquellas medidas que sirven a intereses de determinados
grupos con objetivos de economía general, por ejemplo, la plena ocupación y
la seguridad social, consiguiéndose así, fácilmente, la aplicación de tales me-
didas.
6. La inclinación a dejar, por los más diversos motivos, que el Estado in-
tervenga en el proceso de mercado, lleva a largo plazo a reducir el funcio-
namiento del sistema. Como consecuencia de intervenciones singulares surgen
en otros sectores distorsiones que provocan, a su vez, la necesidad de nuevas
intervenciones, llegándose, como resultado, a intervenciones no sistemáticas y
cada vez más amplias, cuya supervisión es imposible. No obstante, cuando no
se conocen los costes y las cargas de las medidas, no se observa en los afec-
tados una fuerte resistencia a tales medidas. El grupo sólo ve aquellas medidas
que le son positivas de forma inmediata y apenas percibe las cargas que tiene
que soportar como consecuencia de otras intervenciones ya realizadas.
7. Esta argumentación no se dirige contra las intervenciones estatales en
sí. Si se tratase de un sistema homogéneo de intervenciones, en función de
objetivos de economía general, a las intervenciones singulares solamente co-
rrespondería el riesgo normal de aquellas consecuencias que no puede esti-
marse con la exactitud necesaria. Pero cuando se realizan continuamente nue-
vas intervenciones de tipo "ad hoc", sin considerar las consecuencias en cuan-
to a la eficacia de otras medias, y sin considerar los efectos en el funciona-
miento del sistema en su conjunto, no puede hablarse ya en ningún caso, de
una Política Económica conforme a los objetivos perseguidos. Más bien se
debe, incluso, contar con reacciones crecientes producidas como consecuencia
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de experiencias con intervenciones precedentes y de acostumbrarse a las inter-
venciones estatales. Todo lo cual dificulta adicionalmente la configuración ade-
cuada de cada una de las medidas en concreto.
D. LA FALTA DE UN DESARROLLO SISTEMÁTICO DEL ORDEN DE ECONOMÍA DE
MERCADO
8. El intervencionismo y la posición que implica en sus fundamentos pue-
den modificar sustancialmente las interdependencias en las que descansa el
sistema económico. Así, el sistema pierde su capacidad para una adaptación
flexible debido a las múltiples prescripciones reguladoras y a la actuación de
los sujetos económicos que a la hora de plantearse dificultades en el mercado
recurren siempre a la ayuda del Estado. Apenas puede el sistema resolver los
nuevos problemas que se presenten y con ello se repliega a la defensiva. Pero,
con ello, lo que se consigue es justificar nuevas intervenciones y modificacio-
nes en el sistema.
En realidad, del fracaso de muchas de las intervenciones singulares no
coordinadas se deduce frecuentemente la consecuencia de que un sistema de
intervenciones debe ser configurado de un solo molde. Con lo cual se confía,
aún más, en la intervención suprema como mecanismo de dirección primario
del sistema existente, esto es, los mercados o las negociaciones colectivas. En
estos planteamientos son en los que descansan, por ejemplo, aquellas posicio-
nes de Política Económica según las cuales la estructura de la economía debe
estar preprogramada fundamentalmente por el Estado y por las nuevas instan-
cias que deben crearse. En este sentido se exige con frecuencia que además
de la política de estabilidad y de orden económico debe configurarse la política
estructural, tanto a nivel sectorial como regional, como tercera gran columna
de la Política Económica.
9. Como consecuencia de esta mentalidad intervencionista expansiva se ha
descuidado la función permanente de desarrollar el Orden Económico y no
perderlo de vista. A la hora de constituir un Orden Económico no se trata
solamente de grandes decisiones fundamentales, sino también de una nueva
aplicación constante de estos fundamentos y de la adaptación de las institu-
ciones a las situaciones cambiantes. Este desarrollo continuo del Orden Eco-
nómico no se puede dejar al arbitrio de las necesidades de intervención orien-
tadas en los problemas diarios.
Los esfuerzos singulares para reconsiderar los sectores de aplicación del
mecanismo de mercado y de las regulaciones estatales existen, sin duda. Se
han de recordar las propuestas, de que el mercado y la competencia pueden
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ser aplicadas a aquellos sectores en los que durante mucho tiempo han sido
desplazados y que, incluso, debieran ser ordenados bajo otros criterios, así
como otras propuestas de confirmar actividades productivas estatales según
exigencias de un orden de economía de mercado. Estos esfuerzos apenas han
encontrado, hasta ahora, un apoyo político; tampoco sustituyen al esfuerzo sis-
temático para un desarrollo continuado del Orden Económico, como tal.
E. ESTRUCTURA DEL DICTAMEN
10. En el dictamen que se presenta, el Consejo Asesor pretende presentar
un planteamiento para solucionar las funciones que se acaban de señalar. Lo
que exige que se reconsidere el papel de los diferentes mecanismos de direc-
ción del conjunto del sistema. Esta condición determinante del papel del
mercado y del Estado, apoyada en las consideraciones sobre las caracte-
rísticas que diferencian el orden de economía de mercado de otros sistemas
económicos, se plantea en el apartado II del dictamen. Aquí se trata de efec-
tuar una crítica de las nuevas tendencias de propagar modificaciones del sis-
tema o intervenciones que pudieran eliminar al mercado. Como ejemplo más
importante del apartado III sirven las nuevas formas de proteccionismo, así
como las propuestas para una amplia dirección de las inversiones y de las es-
tructuras. Estas tendencias y exigencias en orden a una modificación de la
concepción global del sistema, se tratan en el apartado IV en el que se con-
frontan con una configuración conforme al ordenamiento de las intervenciones
en la estructura económica. Los planteamientos se limitan al análisis de la
política estructural, por un lado, porque es el centro de la actual discusión
y, por otro, porque en ella se aprecia claramente cuáles son las consecuencias
de una pérdida de conciencia de ordenamiento económico y la orientación
hacia intervenciones "ad hoc". Se deduce que también las medidas que tratan
de influir en la estructura deben configurarse de tal manera que mejoren el
funcionamiento del Orden Económico.
En el capítulo final V, se valoran los resultados más importantes del dic-
tamen. Especialmente la apertura del orden de economía de mercado a las
formas de organización: esta apertura facilita, por un lado, el continuo des-
arrollo del orden de Economía de Mercado en condiciones cambiantes y, por
otro lado, representa un motivo para verse con peligros constantes.
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I I . La configuración del orden
de Economía de Mercado
como función de la política económica
A. LA SUPERIOR EFICIENCIA DE LA ECONOMÍA DE MERCADO
11. Los sistemas de economía de mercado se caracterizan por su elevada
eficiencia. Sin embargo, parece que siempre se olvidan señalar los fundamen-
tos de esta superioridad en eficacia. Por ello, se trata aquí de recordarlos.
La necesidad de coordinar la actuación económica en una sociedad es el punto
de partida. En los grupos pequeños (familia, grupos de trabajadores, etc.), la
coordinación puede realizarse mediante acuerdos inmediatos, pero cuando se
intenta coordinar la actuación de millones de hombres se requiere siempre,
por el contrario, mecanismos de coordinación indirecta. Los mecanismos de
coordinación indirecta más importantes son las organizaciones dentro de un
sistema dirigido burocrático y el mecanismo del mercado, que utiliza, en pri-
mer lugar, él precio y la acción contractual como instrumentos de coordina-
ción concreta.
12. Sin duda, los mecanismos de la coordinación directa poseen en los
grupos pequeños una función importante. Pero la coordinación indirecta es
insustituible en una división amplia de trabajo como la que caracteriza a las
economías industriales modernas y que es necesaria para alcanzar los altos
niveles de vida, siendo cada vez más importante a medida que crece el po-
tencial tecnológico y los niveles de vida. Por muy comprensible que sea el
deseo de alcanzar situaciones de vida transparentes en las que no jueguen
ningún papel las fuerzas anónimas del ordenamiento burocrático o del mer-
cado, tanto mayor es el precio para tal realización. Solamente el que esté dis-
puesto a reducir seriamente su nivel de vida material, puede desligarse de una
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parte de las interdependencias de la sociedad. Pero para el que tiene el deseo
de pagar este precio debe de brindársele esta posibilidad. En un sistema de eco-
nomía de mercado esta separación es fácilmente posible; puesto que una de
sus ventajas es permitir que estén presentes las preferencias, opiniones y estilos
de vida de minorías. Por el contrario, los mecanismos de coordinación buro-
cráticos obligan a la conformidad y al conformismo.
13. Fundamental para argumentar la superioridad en eficiencia de la eco-
nomía de mercado frente a la coordinación burocrática es la mejor transfor-
mación de la información mediante el sistema de precios. Todo sujeto econó-
mico percibe mediante los precios, las informaciones que le son relevantes
para sus propias decisiones, mientras que no se le recarga con informaciones
que no le son importantes. El sistema de economía de mercado posee, por lo
tanto, una elevada capacidad de elaboración de los problemas porque divide
las funciones de asignación determinadas en funciones parciales específicas, su
decisión es de carácter descentralizado y se realiza en pasos diferentes. En
este proceso, cada una de las actuaciones implica señales que sirven como
informaciones para las siguientes decisiones. La división en funciones parcia-
les se produce por la multiplicación de los mercados parciales especializados.
Las planificaciones y actuaciones se adaptan constantemente a las señales del
mercado cambiantes y con ello, se produce la coordinación interdependiente,
paso a paso; además, para los individuos en una economía de mercado no
tiene el menor atractivo dar informaciones falsas a su medio, cuanto mayor
sea la competencia.
Por el contrario, en las estructuras de decisión centralizadas perciben los
entes de decisión en la burocracia un conjunto de informaciones relevantes
e irrelevantes. No puede uno estar tan bien informado como debiera ser a la
vista de sus amplios niveles de competencia de decisión. Además son infor-
mados erróneamente y de forma consciente por individuos, ya que las reglas
del juego del sistema dependen de tales estrategias de información.
En conjunto, puede afirmarse que los sistemas de dirección no orienta-
dos en la economía de mercado, en comparación con la economía de mercado,
presentan costes mayores de información y de regulación. Estos costes econó-
micos adicionales crecen más que proporcionalmente a medida que van elimi-
nándose las formas de organización de Economía de Mercado y que desaparecen
las aportaciones de información y coordinación de los mercados.
14. El sistema de economía de mercado no sólo resuelve mejor las cues-
tiones del qué, cómo y para qué de la producción para una situación de la
sociedad, sino que además constituye un sistema superior cuando se trata de
conseguir nuevos conocimientos. La competencia como procedimiento del des-
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cubrimiento (ver apartado 25) anima a la búsqueda de nuevas soluciones para
los problemas, soluciones no convencionales que tienen que contrastarse en la
competencia con los procedimientos clásicos existentes. El sistema de precios
da las señales sobre la escasez de los recursos y orienta la búsqueda que pro-
mete resultados en cuanto a progreso técnico y organizativos. Por el contrario,
los procedimientos burocráticos no aportan un sistema tal de información.
Por ello, por ejemplo, la política de investigación y de tecnología estatal no
puede renunciar a las señales de escasez del mercado. En los sistemas económi-
cos organizados burocráticamente, tal vez sea posible realizar aportaciones es-
peciales en sectores concretos, pero padece la eficiencia del conjunto del sistema.
Las elevadas tasas de progreso técnico y organizativo de los sistemas de econo-
mía de mercado, en su conjunto, sólo pueden lograrse en los sistemas econó-
micos burocráticos mediante la imitación.
15. La coordinación en la economía de mercado constituye un sistema fun-
damentalmente abierto, la subordinación burocrática se basa especialmente en
un sistema cerrado. Un sistema de coordinación de economía de mercado es
abierto en múltiples sentidos. Está abierto frente a modificaciones; vive del
espíritu pragmático del experimento: todo aquel que disponga del conocimiento
necesario y de los medios financieros necesarios puede, en principio, tener ac-
ceso libremente, y a todos se les ofrecen los atractivos necesarios para intro-
ducirse en el mercado como empresario innovador con nuevas tecnologías,
productos y formas de organización. Del resultado de este experimento, inde-
pendientemente de que sea un éxito desde el punto de vista comercial o no lo
sea, se mejora el nivel del conocimiento de la sociedad en su conjunto. El em-
presario imita, por regla general, rápidamente, las nuevas soluciones que han
tenido éxito, de tal manera que el resultado social es superior al beneficio de
aquel que ha realizado el experimento innovador. Mediante la libertad de
actuación y de movimientos de cada individuo, la economía de mercado se
encuentra abierta frente a las modificaciones en los comportamientos y en los
estilos de vida de cada uno de sus miembros. Favorece la multiplicidad de los
productos y de las formas de vida y la diferente configuración del mundo del
trabajo. Si se aplica de forma consecuente es, además, según sus principios de
ordenamiento económico, abierto al resto del mundo. A través del libre comer-
cío y de la movilidad libre de hombres y de factores de producción materiales,
permite la participación en las ventajas sociales de la división internacional del
trabajo y de las innovaciones que tienen lugar en el extranjero. Además, me-
jora las interdependencias de la economía mundial y eleva el potencial finan-
ciero necesario para las innovaciones mediante la ampliación de los mercados y
de los movimientos de capitales internacionales.
16. Frente a este sistema, las reglamentaciones burocráticas del proceso
económico poseen la tendencia inmanente a cerrar el sistema. Con el fin de
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mantener los controles y la supervisión, para eliminar sorpresas, para minimizar
las consecuencias de acontecimientos imprevistos del conjunto del sistema, se
prefiere la rutina y la tradición frente al experimento y a la innovación, cuya
supuesta superioridad frente a todo lo nuevo se trata de proteger mediante
ideologías dogmáticas ante una falsificación del experimento y la experiencia
que se desvía de lo conocido. Multiplicidad y diversidad de las formas de vida
y de trabajo, así como de los programas de producción, se limitan por la tenden-
cia a la uniformidad y a la conformidad. La libertad de actuación y de movi-
lidad del individuo constituye, en los sistemas burocráticos, un factor dis-
torsionante latente que se trata siempre de reducir. Allí donde se impongan
los burócratas, se implantará la esquematización, la simplificación y los costes.
Esta tendencia al cierre se documenta también en la forma del proteccio-
nismo y del intervencionismo del Estado y ello no solamente en aquellos
órdenes económicos de economía de Estado, sino también en las economías
del mundo occidental. La "protección" concreta de los propios sectores econó-
micos se sitúa, en primer lugar, ante la apreciación de las ventajas difusas,
pero amplias, de la integración económica mundial.
B. EL ORDEN DE ECONOMÍA DE MERCADO EXIGE ESTADO
17. Una organización de economía de mercado para una sociedad se es-
tablece y se estabiliza en primer lugar por la actuación estatal. El Estado in-
fluye de forma directa e indirecta en la asignación de recursos mediante la
configuración y aplicación del orden jurídico en la legislación, administración
y justicia y mediante la puesta a disposición de los bienes públicos. La activi-
dad estatal no es ningún cuerpo extraño, sino que tiene su lugar sistemático
en un orden de economía de mercado.
18. El Estado posee la función de corregir los resultados del mercado
allí donde el mercado solamente funciona imperfectamente. Los denominados
efectos externos de la producción y del consumo son, a estos efectos, un ejem-
plo muy importante. Cuando, como consecuencia de la actividad económica
privada, no puede llegarse a un acuerdo privado para compensar a los que les
ha afectado negativamente por parte de los que les ha afectado positivamen-
te, es función del Estado mediante órdenes, prohibiciones, tasas, impuestos es-
peciales y, en su caso, mediante subvenciones, el conseguir la compensación de
los efectos externos en la cuenta de costes-rendimientos de las empresas y en
los cálculos y utilidades de las economías domésticas. Esto tiene especial va-
lidez en lo que se refiere a la disposición general de los recursos tales como
luz, aire y agua.
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19. La apertura del ordenamiento de una economía de mercado plantea,
siempre a los sujetos económicos y de forma permanente, riesgos económicos.
Ciertamente, existe la posibilidad, a través de las instituciones de seguros y
de la diversificación de los productos producidos y de los mercados de ventas,
formas inmanentes al mercado para asegurarse frente a los riesgos, pero éstas
tío pueden ser, sin embargo, perfectas. El riesgo remanente ha de ser sopor-
tado, lo que constituye precisamente la gran función de la política estatal en
una Economía Social de Mercado. Esta se orienta también a aquellos que se
ven perjudicados en sus aportaciones respecto a los ingresos correspondientes
a las mismas y que precisan, para la satisfacción de sus necesidades vitales:
la distribución de rentas que resulta del mecanismo de precios precisa, por lo
tanto, de consideraciones de justicia a la hora de realizar correcciones. De
forma análoga, se ha de considerar que la igualdad de oportunidades forma-
les que se ofrece a través del ordenamiento jurídico en ninguno de los casos
corresponde a capacidades idénticas en todos los hombres para poder dispo-
ner de las cualificaciones más importantes de la vida económica.
En cuanto al aseguramiento del riesgo y la distribución, la política estatal,
sin embargo, no debe elegir el camino de una burocratización y de un cierre
del sistema económico. No debe de pretender lograr mayor seguridad y mayor
igualdad mediante el proteccionismo y la reglamentación de la libertad indi-
vidual eliminando la dinámica de la economía de mercado. Tampoco debe
reducir el mecanismo de sanción que lleva a que los errores económicos indi-
viduales y la negación a aportaciones individuales provoque pérdidas de ingre-
sos y patrimonios. En cuanto a las funciones positivas de la configuración en
orden de la economía de mercado se tratará con detalle en el siguiente aparta-
do n . c .
20. Una parte integral del ordenamiento de economía de mercado la con-
figura la estabilización del nivel del proceso económico en su conjunto median-
te una dirección globalizada, ya que los mercados reales y las instituciones
que los determinan no garantizan, sin más, un desarrollo permanente en el
conjunto económico. Una dirección globalizada no es, sin embargo, posible
que pueda evitar todas las distorsiones del desarrollo económico global e in-
cluso eliminarlas. Por lo que en ninguno de los casos debe pretenderse una
dirección detallada perfeccionista, sino solamente la configuración a medio pla-
zo del proceso coyuntural mediante una dirección globalizante.
La eficacia de la política de estabilización depende fundamentalmente de
la capacidad de adaptación del sistema de precios. Allí donde la configuración
de precios, según el principio de competencia, se vea restringido, no sólo de-
mora, las necesarias transformaciones estructurales, sino que se bloquea tam-
bién el mecanismo de transmisión que transforma las medidas de la política
de estabilización en los mercados de bienes y de los factores de producción.
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La política de estabilización, por mucho que se la encuadre dentro de la bús-
queda de resultados a corto plazo, no debe inmiscuirse ella misma en su pro-
pio camino, al reducir, como consecuencia de promesas exageradas a los dife-
rentes grupos sociales —especialmente a los grupos empresariales y sindica-
les— los riesgos con un comportamiento contrario a la estabilidad.
21. La delimitación entre las aportaciones y la producción estatal a través
del mercado es muy difícil. En principio, los bienes y servicios que puedan fa-
cilitarse a través del mercado deben ser producidos también en el sector pri-
vado. Las excepciones a este principio solamente pueden admitirse por motivos
muy concretos y convincentes. Tales motivos pueden invocarse, por ejemplo,
para amplios campos del sistema educativo, de los servicios comunales y de
los problemas de tráfico interregionales. Sin embargo, debe revisarse siempre
de forma constante, si los argumentos en favor de una oferta de aportaciones
estatales son valederos aún en nuevas situaciones. Sin duda, no se da esta
necesidad de ampliación de la actividad estatal de forma inmanente. La exi-
gencia de una revisión constante tiene también validez para la actividad esta-
tal en la seguridad social, para la actividad estatal vinculada con procesos de
producción estatales o que lleven a una redistribución de las rentas. Coa un
bienestar creciente debe restablecerse la acción previsora individual, dándole
más importancia. Para ello, debe reforzarse la voluntad de previsión personal y
debe ejercerse influencia para que las medidas previsoras privadas no puedan
convertirse en ilusiones como consecuencia de una desvalorización del dinero (1).
C. ELEMENTOS DE UNA ORGANIZACIÓN DE ECONOMÍA DE MERCADO
Competencia
22. El núcleo de un ordenamiento de economía de mercado es la liber-
tad de la actividad económica limitada y dirigida por la competencia y él or-
denamiento jurídico.
La competencia es un instrumento para la implementación de los deseos
del consumidor en el mercado y para llevar a cabo la utilización más favorable
posible del coste, desde el punto de vista del conjunto económico, de los fac-
tores de producción. Los empresarios planifican la producción en base a sus
estimaciones de la demanda que solamente pueden influir limitadamente y de
la futura evolución de los mercados. Los pronósticos acertados y las corres-
pondientes producciones obtienen los beneficios como premio estando someti-
dos, sin embargo, estos precios a la erosión como consecuencia de la compe-
tencia de los mismos o de productos semejantes. Un beneficio constante exige,
bajo condiciones de competencia, por lo tanto, nuevas aportaciones. Errores
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en las estimaciones del mercado se descubren mediante el mecanismo de pre-
cios, llevan a pérdidas y pueden en determinados casos extremos obligar a una
empresa a abandonar el mercado. La estructura descentralizada garantiza, sin
embargo, por regla general, que las consecuencias, desde el punto de vista
de la economía global, de los errores de decisión empresarial permanecen dentro
de límites concretos.
23. Competencia es también un procedimiento para descubrir soluciones
a los problemas. Pueden considerarse también las innovaciones como la intro-
ducción de nuevos productos, nuevos procedimientos de fabricación y nuevas
formas de organización; los nuevos productos no son descubiertos por los con-
sumidores, sino por las empresas que los desarrollan y los ofrecen a los con-
sumidores; el resultado económico de las innovaciones incide, sin embargo, en
los consumidores. La introducción de nuevos productos conlleva la publicidad
que es considerada frecuentemente por la opinión pública como manipulación
de las necesidades del consumidor. Esta crítica no es justa, bajo condiciones
de competencia, por regla general.
Las consecuencias principales de la publicidad se deben ver, además de
incidir en la modificación de las participaciones del mercado de cada una de
las empresas, en la activación de la demanda latente existente de nuevos pro-
ductos.
24. La capacidad de funcionamiento de la competencia se ve en peligro
cuando se dificulta o se evita, mediante poder económico privado —frecuente-
mente bajo la utilización de instituciones del ordenamiento jurídico—, la apa-
rición de nuevos competidores o cuando como consecuencia de acuerdos entre
ellos se hace posible una limitación de la competencia. Frecuentemente se ar-
gumenta, que el surgimiento de poder económico es inmanente a una economía
de mercado, de manera que la permanencia de una competencia sobre la que
descansa el orden de una economía de mercado no es posible a la larga. Un
análisis de las diferentes causas del surgimiento del poder económico demues-
tra que puede contrarrestarse de forma eficaz este poder. La política de com-
petencia seguida hasta ahora no puede considerarse que haya sido un fracaso
—tal como se afirma frecuentemente—, pero lo que sí es, sin embargo, ne-
cesario, es mejorar constantemente el instrumento jurídico, considerándose
las nuevas situaciones y experiencias.
25. No menos importante que la política de competencia, en su sentido
más estricto, es la aplicación de una Política Económica consecuente para la
apertura de la competencia. Para un país como la República Federal de Ale-
mania, uno de los elementos más importantes lo constituye el mantenimiento
de la liberalización del comercio exterior. Frecuentemente sólo puede reali-
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zarse a través de los mercados de comercio exterior la creación de dimensio-
nes que hagan posible un aprovechamiento de la regresión de los costes en
base de la dimensión, sin que ello lleve en ningún caso a debilitar, como con-
secuencia de la misma, la intensidad de la competencia.
26. Una competencia eficaz exige que los demandantes conozcan y utili-
cen las ventajas de compra que se les ofrecen como consecuencia de la compe-
tencia. En los mercados de bienes de producción, se puede señalar que, por
regla general, se dan estas condiciones, pero no es así en los mercados de
bienes de consumo. Con el fin de disponer de la comparación objetiva de las
diferentes ofertas alternativas y para una mejor utilización de las ventajas
de compra que ofrece la competencia es necesario e ineludible la aclaración
de los consumidores. Pero esta aclaración del consumidor no debe enmascarar
un patemalismo respecto al mismo. Entendida de esta manera la aclaración
al consumidor constituye el complemento de las medidas estatales para la pro-
tección de la competencia.
27. El mantenimiento de la capacidad de competencia, y mejorarla a ser
posible, es una función permanente de la Política Económica en una economía
de mercado y que, en ningún caso, debe sacrificarse a otros objetivos estructu-
rales ficticiamente supremos. No se trata a este respecto de desarrollar la ac-
tual legislación de la competencia y mejorar su aplicación, sino que más bien
la Política Económica debe orientar sus líneas fundamentales al fortalecimien-
to de la competencia.
La correspondencia entre riesgo y atractivo como función de la
Política Económica
28. Todo sistema de asignación (no sólo los de la economía de mercado)
tiene que ser también al propio tiempo y de forma necesaria, un sistema de
atractivos. Si se quieren alcanzar resultados aceptables en la Sociedad, los
atractivos tienen que ser tanto más importantes cuanto mayor sea el riesgo
con que se carga al que toma la decisión. La Política Económica debe sacar
la conclusión estratégica de este conocimiento, de que ha de introducir y mantener
a la larga una correspondencia entre riesgo y atractivo.
En los últimos años, se ha distorsionado cada vez más esta corresponden-
cia entre riesgo y atractivo. Mientras que, por una parte, los riesgos de la
actividad económica se han incrementado para muchos —comparativamente
menos para las grandes empresas y para los trabajadores—, se han disminuido
notablemente los atractivos. Las causas de esta evolución son múltiples. Los
riesgos se han incrementado, a modo de ejemplo, porque:
el peligro de una expansión del proteccionismo en el mundo es mayor
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que hace cinco años y, por ello, se recargan las decisiones a largo plazo
en el ámbito de la industria de exportación;
— los pronósticos sobre la futura relación entre precios de bienes y fac-
tores de producción, por muy diversos motivos (inflación mundial, poder
de los suministradores extranjeros de energía y materias primas, poder
de las partes sociales, etc.), se han hecho cada vez más difíciles, y esto
dificulta muchas decisiones de intervención;
— las decisiones empresariales en todos los sectores se han restringido
claramente como consecuencia del incontenible crecimiento de leyes y
órdenes que no solamente dificultan la planificación, sino que obstacu-
lizan también de forma notable la aplicación de decisiones.
Por otro lado, la creciente posición crítica en cuanto al efecto distributivo
de los atractivos económicos ha llevado a que se disminuyan estos atractivos.
Sobre todo, los beneficios se consideran y se valoran cuanto más a largo plazo,
cada vez más, bajo puntos de vista de distribución, en lugar de los puntos de
vista de asignación. Este dictamen no puede entrar, a pesar de su importancia,
en el análisis de todos los puntos de vista que ello implica. Sólo se han ele-
gido a manera de ejemplo, algunos de los aspectos más significativos.
29. Lamentable es que en la reciente discusión política, se aprecie cada
vez con mayor intensidad, la pérdida de la importante función o importancia
funcional del beneficio. Las oportunidades de beneficio constituyen la condi-
ción previa para las inversiones y, con ello, también para la creación de nue-
vos y mejores puestos de trabajo. Beneficios obtenidos en los años buenos
facilitan la estabilización de la producción y de la ocupación en los años malos.
Una garantía en la consecución de beneficios no existe, sin embargo, en un
orden de economía de mercado. Solamente allí donde permite el Estado que
se elimine la competencia por los mismos participantes, puede ser posible la
obtención de beneficios en períodos largos de tiempo sin realizar una aporta-
ción correspondiente a los mismos.
Es además lamentable la falta de valoración del atractivo que parte de los
beneficios de la posición en el mercado. Su función específica consiste en sua-
vizar la situación de los mercados mediante el estímulo de una ampliación de
la oferta en los correspondientes mercados y/o en los productos de mercados
sustitutivos. Por regla general, se produce la ampliación de la oferta de ma-
nera relativamente rápida, de forma que los beneficios, por la situación en el
mercado, solamente existen a corto plazo.
30. La función del beneficio, como condición previa para la inversión y
como estabilizador de la empresa, tiene que ser reconocida en el orden de
economía de mercado por todos sus actores, especialmente por aquellos que
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disponen de poder político o económico para influir sobre los beneficios. Den-
tro de estos grupos, no solamente deben estar los responsables de la Política
Económica y Fiscal estatal, sino también los empresarios. Una estrategia de
política salarial conduce a una disminución constante de las participaciones
de beneficios en la renta nacional y dificulta de forma notable, a la larga, el
funcionamiento del orden de economía de mercado. Una política salarial rígida
que trata de implantarse, independientemente de sus exigencias de la sitúa*
ción coyuntural, pone en peligro a todas las empresas y, con ello, los puestos
de trabajo. Los objetivos de redistribución no deben, por lo tanto, realizarse a
través de medidas de política fiscal y patrimonial, aunque deben considerarse
los límites que existen (ver apartado 32 y 33).
31. Los atractivos necesarios para la aceptación de riesgos económicos y
para las aportaciones pueden verse fuertemente debilitados como consecuencia
de una redistribución personal excesiva o erróneamente planteada.
Se refiere actualmente a la redistribución funcional de las rentas en tanto
que se determinan las estructuras salariales cada vez de manera más intensa,
desde el punto de vista de la distribución personal. Los elementos caracterís-
ticos que definen la preferencia de los aspectos de redistribución se aprecian en
el creciente desequilibrio entre las modificaciones de la estructura salarial y las
relaciones fácticas de escasez. Con ello, lo que se acentúa es el peligro de un
paro como consecuencia de la racionalización. A este respecto este Consejo
Asesor se ha pronunciado en otro documento (2).
Además, la consecuencia de dar preferencia a los aspectos de redistribu-
ción personal en la distribución de rentas funcional, debilita los atractivos a
las aportaciones económicas y ello tanto por lo que se refiere a los que se
ven favorecidos como también de forma indirecta a los que se ven perjudicados
relativamente.
Por lo tanto, es irrisoria la suposición que recientemente se plantea de que
una política salarial orientada a la nivelación de los salarios pueda descargar
al sistema de la redistribución estatal. Las distorsiones que se consiguen con
ello del mecanismo de mercado, en lo que se refiere al mercado de trabajo,
conducen, por el contrario, a una elevación del paro y a una creciente exi-
gencia a los sistemas de seguridad estatal.
32. Otro debilitamiento adicional de los atractivos necesarios para la apor-
tación económica se produce como consecuencia de una excesiva redistribución
personal con la ayuda de las transferencias de renta. Actualmente ya se han
alcanzado cotas importantes. Lo que es indiscutible, en cualquiera de los casos,
es que la parte de las rentas transferidas con respecto a los ingresos disponi-
bles, en las economías domésticas favorecidas, es relativamente muy alta. La
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acumulación y el importe total de las rentas transferidas pueden debilitar la
voluntad para conseguir ingresos propios por actividades realizadas, sobre todo,
en importantes zonas marginales. La magnitud de tales efectos es muy difícil
de prever, especialmente cuando existen diferentes límites de rentas para di-
ferentes aportaciones sociales, tal como se da hoy día. Además, la existencia
paralela de diversos tipos de aportaciones sociales no solamente lleva a que
en muchos de los casos se acumulen de forma inapropiada, sino que tienen
también como consecuencia el que se produzca que a otros socialmente ne-
cesitados se les faciliten medios de forma insuficiente. Por lo tanto, es ne-
cesario hacer más transparente el sistema de transferencias simplificándolo y
unificándolo, definiendo la magnitud, orientación y consecuencias de los pro-
cesos de redistribución que actualmente no se disponen en el sistema vigente.
33. Siempre se vuelve a plantear la cuestión de si las cargas existentes
como consecuencia de los impuestos y otras imposiciones sociales no han al-
canzado ya una magnitud en la que empiezan a paralizar la voluntad de apor-
tación y la disposición para aceptar riesgos económicos. A este respecto se
puede aquí señalar lo siguiente:
La cuota fiscal en la República Federal de Alemania ha oscilado en las úl-
timas dos décadas solamente alrededor de 1 por 100 —máximo dos puntos—,
sin que se aprecie una tendencia de modificación de la misma; importa entre
un 24 por 100 y un 25 por 100 del producto nacional bruto. Por el contrario,
lo que se ha elevado considerablemente son las aportaciones a la Seguridad
Social. Como consecuencia, las cuotas obligatorias de pago totales asciende
actualmente a más del 39 por 100 del producto nacional bruto. En tanto se
pretenda reducir la cuota mencionada, por considerarlo necesario, el objetivo
a perseguir sería alcanzar una reducción mediante medidas de política de Se-
guridad Social. (Con esta referencia a las cuotas obligatorias no queda suficien-
temente definida la amplitud del sector público y sus consecuencias sobre el
proceso de asignación de la economía de mercado. Una parte importante del
conjunto de los gastos públicos no se financia a través de las cuotas obligato-
rias, sino a través de la aceptación de créditos, tasas y otras contribu-
ciones, así como ingresos dé la actividad empresarial pública y del patri-
monio público. Independientemente de la financiación tampoco se plantean
aquí los efectos que se derivan del volumen y del tipo de gastos estatales en
el conjunto económico, la cuota de gastos totales estatales se ha elevado apro-
ximadamente con un 48 por 100, más acentuadamente que la cuota fiscal;
un crecimiento adicional pondría en peligro el mantenimiento de un orden de
economía de mercado.)
Por lo que afecta a los impuestos, en el sentido más estricto, puede suce-
der que aunque su importancia relativa en promedio —en comparación con
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las cuotas de otros países— no se considere muy alta* existe la posibilidad de
que para determinados individuos singulares o grupos de individuos se con-
sidere elevada. En aquellos sectores en los que se da este caso puede obser-
varse ya, actualmente, efectos de disminución de los atractivos. Lo que afecta
especialmente a muchas de las empresas medias* pero también por lo que se
refiere a la inclinación hacia un trabajo intensivo o extensivo para un número
creciente de trabajadores cualificados y muchos empleados y ello incluso, en
circunstancias parecidas, tanto más, cuanto más elevada sea la tasa de infla-
ción y cuanto más estén sujetos a tipos fiscales crecientes como consecuencia
del juego de la inflación y progresión fiscal, aunque ello lleve a crecimientos
de rentas ficticias nominales (3). Pero es que, además, los impuestos no vin-
culados al resultado de la actividad, por lo menos cuando sobrepasan una de-
terminada magnitud, provocan efectos negativos en la predisposición de los
empresarios a aceptar el riesgo.
34. Sobre todo, son las empresas pequeñas y medias las más afectadas
como consecuencia del empeoramiento de la relación entre los riesgos cre-
cientes y la disminución de los atractivos.
La predisposición a aceptar riesgos para unos determinados atractivos eco-
nómicos depende fundamentalmente de sí las posibilidades existentes en las
empresas pueden disminuir o no el riesgo global mediante una amplia distri-
bución o bien una dispersión de riesgos singulares. En este sentido, la gran
empresa posee en principio la ventaja dé la ley de los grandes números. Una
ampliación de la protección en caso de enfermedad o la protección a la ma-
dre, por ejemplo, ejerce una presión muy diferente en una gran empresa que
en una empresa pequeña. Además, la gran empresa, con amplios programas
de producción, se encuentra sometida a una presión más suave a los riesgos de
los mercados singulares que una pequeña empresa fuertemente especializada.
Además, ha de considerarse que una dotación de capital reducida es frecuente-
mente, en última instancia, la que dificulta, o a veces haCe imposible, el que
puedan realizarse las modificaciones de producción necesarias. Por último, la
creciente complejidad de la legislación carga con costes adicionales y con ries-
go, que puede considerarse como una creciente inundación de normas que
afectan especialmente en costes a la pequeña empresa de forma muy desigual
con respecto a la empresa grande haciendo más difícil la adaptación de sus
decisiones a las condiciones jurídicas que se han aprobado y hacen muy difícil
su aplicación o exige disponer de especialistas.
Cuando las grandes empresas se ven afectadas por una crisis se tiene que
contar con unas consecuencias mayores comparativamente respecto al mer-
cado de trabajo local o bien regional. Con el fin de contrarrestar una masi-
ficación local del paro, los responsables de la Política Económica se han en-
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contrado en el pasado siempre dispuestos a intervenir con medidas de apoyo.
Y puesto que las pequeñas empresas no pueden contar con ayuda estatal, en
los casos de crisis son las que, también en este sentido, están sometidas com-
parativamente a un mayor riesgo. Si se quiere mantener la función de selec-
ción del mercado, según los criterios de competencia, las estructuras de mer-
cado no deben ser distorsionadas solamente con las intervenciones unilaterales
del Estado en favor de las grandes empresas. "Inmortalidad como consecuencia
de la dimensión" no puede ser la regla para una supervivencia en el mercado.
35. Frente a los mayores y, en los últimos tiempos, crecientes riesgos que
comparativamente soportan las empresas medias y pequeñas no existen cre-
cientes atractivos. Lo cual aclara, en parte, el retroceso apreciable del núme-
ro de pequeñas y medianas empresas y la reducida disposición a crear nuevas
empresas. Sobre todo, en comparación con los Estados Unidos, en donde la
mayor parte de los nuevos puestos de trabajo creados en los últimos años co-
rresponden a la creación de nuevas empresas, la República Federal de Ale-
mania se encuentra en una situación mucho más desfavorable.
36. La Política Económica debe de contrarrestar de muy diversas maneras
las modificaciones desfavorables que se derivan de una disminución del nú-
mero de empresas por lo que afecta a las estructuras de mercado y de compe-
tencia. Así, por ejemplo, deben revisarse las limitaciones al acceso a la acti-
vidad empresarial, derivadas de limitaciones formales impuestas (por ejemplo,
dentro de todo ordenamiento de tipo gremial). Además, se han de resaltar las
medidas que se orienten a una disminución de los riesgos que, en principio,
son evitables. Un punto fundamental lo constituye, a este respecto, una re-
visión a fondo de las prescripciones jurídicas y administrativas existentes. So-
bre todo, la Política Económica debiera reducir las preferencias existentes a
favor de las grandes empresas, por ejemplo, las concesiones de pedidos, la
intervención asegurando los puestos de trabajo mediante medidas estatales,
el fomento estatal que producen estas preferencias y renunciar a ellas a pesar
de la fuerte presión política en favor de tales medidas.
Distribuáón de funciones ajustada a un planteamiento funcional
37. La capacidad productiva del ordenamiento de economía de mercado
depende decisivamente de la elección adecuada de los instrumentos para fun-
ciones concretas de la Política Económica. Se entiende por actuaciones con-
formes a las funciones, cuando se utilizan aquellas regulaciones institucionales
y aquellos instrumentos que corresponden a las funciones (asignación de re-
cursos, distribución, estabilización), y que en comparación sirven mejor a los
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objetivos concretos perseguidos. Como este Consejo ha señalado en su último
dictamen sobre el planteamiento de un nuevo orden en la economía mun-
dial (4), en muy pocos casos se pueden encontrar medidas y reglas que al mis-
mo tiempo puedan ser la mejor solución, tanto para los objetivos de política
de asignación de recursos como también para los objetivos de política distri-
butiva.
38. Según el "principio de la separación de los sectores funcionales" (5),
el mecanismo de los precios es el que realiza las funciones de asignación en
una economía de mercado. Para la solución de estas funciones se puede con-
siderar al mecanismo de precios como el instrumento más apropiado. Allí
donde, por el contrario, se han realizado intervenciones en el sistema de pre-
cios para conseguir objetivos de estabilidad o de política de redistribución,
puede demostrarse que los resultados, por lo que respecta a los objetivos
perseguidos, han sido muy decepcionantes en la mayoría de los casos. Sobre
todo, se ha podido demostrar que la utilización del mecanismo de los precios
para otros objetivos distintos que la política de asignación ha estado siempre
vinculada a penalizaciones en la eficiencia del conjunto económico.
39. La utilización del principio de no aplicar el mecanismo de los precios
a la realización, por ejemplo, de la política distributiva no significa, en ningún
caso, que estos objetivos hayan de ser descuidados. Para estas funciones se
dispone de todo el amplio espectro de medidas de una política fiscal redis-
tributiva que ejerce, por motivos generales, las redistribuciones deseadas a
través de pagos vía transferencias que se basan en los niveles de rentas, en
el número de niños o en otras magnitudes sociales relevantes. Una política
fiscal redistributiva puede ejercerse, además, mediante medidas para el fomento
de la configuración de patrimonio y mediante la configuración de política so-
cial en la política educativa. Todas estas medidas se han utilizado amplia e
intensivamente en la República Federal de Alemania; sin embargo, de una
manera que —como se ha señalado ya anteriormente (ver apartado 32)— ha
conducido a acumulaciones indeseadas y con ello a un debilitamiento de los
atractivos económicos necesarios para el sistema, tanto para las personas que
se han visto favorecidas, como para las personas que se han visto perju-
dicadas.
40. Sólo en casos excepcionales puede defenderse que se utilice el meca-
nismo de precios para una función de política social. Cuando se trata de des-
cargar a "los ciudadanos con niveles de ingresos bajos y afectados por 'nece-
sidades' especíales, de forma limitada y objetiva respecto a gastos concre-
tos" (6) y cuando las asignaciones complementarias de los ingresos disponibles
no son posible realizarlas mediante transferencias directas para alcanzar los
objetivos concretos perseguidos, o bien que sólo pueda lograrse con costes
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elevados, o sea, imposible, entonces, la mejor solución que comparativamente
se ofrece es la bonificación a favor de las personas afectadas.
41. En la mayoría de las intervenciones que se utilizan sobre los precios
en la actualidad, con el fin de influir en la distribución de rentas en favor
de determinados grupos, no existen, en ningún caso, las condiciones o premi-
sas que puedan caracterizarlos como casos excepcionales. En tanto que sirvan
a objetivos de distribución generales pueden éstos alcanzarse mejor mediante
transferencias estatales directas. La preferencia política del instrumento de
precios se justifica solamente por el hecho de que tales intervenciones son más
fáciles de aplicar públicamente que una clara ordenación de las funciones de
asignación al mecanismo de precios y a las funciones distributivas medidas y
regulaciones de la política distributiva. En muchos casos no se puede incluso
llegar a justificar la intervención en los precios por motivos de política dis-
tributiva. Frecuentemente, la intervención de los precios sirve solamente a
intereses particulares de los productores (empresas y trabajadores de un sec-
tor), los cuales han conseguido un apoyo político para proteger sus rentas
mediante una política de precios estatales.
42. El quebranto más grave de la renuncia a este principio, esto es, contra
el principio de que la asignación que permita asegurar las rentas mediante
transferencias estatales específicas renunciando a intervenciones de precios,
que no permitan una clara ordenación en el sentido distributivo, puede encon-
trarse muy especialmente en la política de precios agrícola europea. Este Con-
sejo no se ha ocupado hasta ahora de las cuestiones del mercado agrícola
europeo que por su naturaleza son muy complejas.
43. Una utilización inadecuada con respecto a las funciones a resolver
del instrumento de precios para realizar objetivos de distribución se encuentra
muy específicamente también en la política de alquileres de las viviendas fo-
mentadas socialmente por el sector público. Las viviendas sociales se facilitan
con unos alquileres más bajos que los que corresponden a los alquileres del
mercado con el fin de facilitar una vivienda a determinados grupos de po-
blación. La oferta viene determinada solamente por las correspondientes sub-
venciones que se ofrezcan a los oferentes y la asignación sólo puede tener
lugar mediante actuaciones administrativas. Puesto que tal asignación de vi-
viendas no puede, incluso por motivos prácticos, llegar al círculo de personas
que se quiere beneficiar —muchos de los que debieran disponer de estas
viviendas no lo logran, y otros que no debieran de disponer de las mismas,
disponen de tales "viviendas sociales"— es lo que se ha criticado ya por este
Consejo en su Dictamen del 12 de septiembre de 1970 (7), poniendo de ma-
nifiesto las injusticias sociales de este sistema de asignación y de distribución
especialmente. Además se demuestra como injusto como consecuencia de que
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el precio de los alquileres basados en los diferentes costes de construcción no-
minales de los diferentes años, como también como consecuencia de las di-
ferentes modalidades de subvención que históricamente se han ido proponien-
do, han conducido a una diferenciación muy fuerte de los "alquileres sociales".
Las consecuencias de la distribución de un tal segmento indefinido del mer-
cado son arbitrarias la mayoría de las veces y las consecuencias de la asigna-
ción deben valorarse negativamente. No se facilita a la población viviendas
en la magnitud que pudiera lograrse.
44. La utilización del mecanismo de precios para las funciones de asig-
nación evita tales desventajas y permite dejar intactos los atractivos de precios
y beneficios. Si surgen en este mecanismo efectos de distribución indeseados,
en este caso, pueden compensarse estos efectos negativos con respecto a la
demanda mediante subvenciones personales. En el caso del bien "vivienda",
puede la subvención personal a los sectores de población más débiles vincu-
larse a la utilización de las rentas para la adquisición de tal bien, cuyo con-
sumo queda, bien entendido, en interés del demandante del mismo (fomento
individual). Tales subvenciones referidas a un determinado bien y orientadas
al comprador deben limitarse, sin embargo, a situaciones de necesidad social
y a muy pocos bienes, ya que las transferencias que se han de producir por
este motivo en "natura" presentan, por lo que respecta a otros objetivos, des-
ventajas muy importantes: sitúa al receptor subjetivamente en peor situación
que el que puede disponer libremente de las rentas» limitan su área de libertad
mediante una limitación del consumo, y exige una supervisión, más o menos
amplia y, por lo tanto, difícilmente practicable, de las situaciones personales
de rentas y del comportamiento consumidor. Si una determinada categoría
de personas se ve afectada de forma muy desfavorable por determinadas evo-
luciones de los precios, se ha de preferir, por regla general, una subvención
de rentas a libre disposición.
45. Un fomento individual mediante subvención a determinados consumi-
dores lleva, en el caso de que la oferta no sea perfectamente elástica, a incre-
mentos de precios de manera que sufren las consecuencias los compradores
que no han sido subvencionados al ver disminuida la capacidad de sus rentas
reales. Si se ha de lograr paralelamente un nivel mínimo de abastecimiento con
determinados bienes y se ha de conseguir que no suba el precio del mercado
como consecuencia de las medidas de fomento social, se debe dar preferencia a
un sistema mixto de subvenciones, conformes al mercado, a oferentes y de-
mandantes frente a la propuesta de una subvención puramente de demandantes.
En tales estrategias mixtas no es, en ningún caso necesaria una fijación de los
precios.
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D. EXPERIMENTOS EN EL ORDEN DE ECONOMÍA DE MERCADO
46. El tratamiento de los elementos de un orden de economía de mercado
debe plantearse necesariamente de forma general y también imperfecta. El
principio fundamental de la organización descentralizada mediante mercados
y los principios correspondientes que afectan a una organización funcional del
sistema de economía de mercado, no concretan, por ejemplo, de forma rígida,
cuáles son los modelos según los cuales deben resolverse los problemas de com-
petencia, qué estatuto debe tener el mercado de trabajo en este orden y
cómo ha de configurarse el Estatuto de la Empresa. El orden de economía de
mercado es, por lo tanto, un sistema abierto, tanto por lo que se refiere a los
procesos concretos en los mercados, como también por lo que afecta a las
formas de organización. Ofrece las oportunidades, de ensayar formas alter-
nativas de organización, de sus unidades de decisión o ensayar la constitución
y el marco de sus mercados, con el fin de facilitar un proceso comparativo
entre las distintas alternativas.
Sin embargo, se ha de señalar una restricción irrenunciable para el experi-
mento organizativo; la estructura de decisión descentralizada debe mantenerse
y debe funcionar. Para lo cual, debe protegerse el funcionamiento de la com-
petencia, debe asegurarse una relación equilibrada de atractivos y riesgos y debe
lograrse una redistribución adecuada de las funciones a realizar.
47. Un ejemplo importante para un posible desarrollo de organización
concreta de la economía de mercado se encuentra en la cogestión de los
trabajadores en las decisiones de las empresas.
Una participación objetiva exige necesariamente preparación y las corres-
pondientes medidas de formación. Cuando se dan un interés vital y, al mismo
tiempo, una exigencia objetiva, se debe esperar que se ejerza una influencia po-
sitiva en la actuación económica productiva de la empresa. Incluso debe fomen-
tarse la comprensión de los riesgos qae implican las decisiones empresariales y
destacar la compensación que debe corresponder al riesgo en forma de oportu-
nidades de beneficio.
Por otro lado, no se puede olvidar que la cogestión económica modificaría
el equilibrio relativo de riesgos y oportunidades. Con el desplazamiento de las
decisiones a instancias en los que participan trabajadores, los riesgos y las opor-
tunidades probablemente se considerarán más acentuadamente bajo los crite-
rios de la política de ocupación y menos bajo los puntos de vista de la su-
pervivencia de la empresa. Lo cual también puede llevar a descuidar las pers-
pectivas a largo plazo del desarrollo empresarial, lo que a su vez puede reducir
el atractivo de la empresa para el accionista y para el empresario.
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Estos argumentos hablan en el sentido de que una participación de los tra-
bajadores en las decisiones de la empresa, lleva a acentuar más la nivelación
de los distintos niveles salariales. Si se producen, como se ha señalado en el
apartado 31, consecuencias en el nivel de ocupación y en los incrementos de
costes, se trataría solamente de una mejor posición aparente de los favore-
cidos.
48. Muchas consecuencias de una participación de los trabajadores en las
decisiones empresariales son difícil de preveer y enjuiciarse actualmente. Por lo
tanto, en interés de un desarrollo posterior del orden de una economía de
mercado se debieran ensayar diferentes formas de cogestión para, por último,
poder emitir un juicio válido empíricamente sobre el experimento de política
de orden económico.
Las consecuencias negativas anteriormente mencionadas perderían segura-
mente importancia, cuando los trabajadores fueran en su mayoría copropieta-
rios de sus empresas. Por una parte, se incrementaría el interés de los traba-
jadores por el destino a largo plazo de sus empresas como consecuencia de sus
intereses patrimoniales. Con ello, tendrían más en cuenta la importancia de la
capacidad competitiva y, con ello la estabilidad a largo plazo de la empresa,
que la que corresponde al mero papel del trabajador. Por otro lado, debe re-
considerarse totalmente el problema de la negociación de los convenios colec-
tivos, si se dan estos cambios.
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I I I . Planteamiento y crítica de las
nuevas propuestas y prácticas de intervención
49. Con el fin de contrarrestar las dificultades económicas que han sur-
gido en los últimos tiempos, se están realizando numerosas propuestas para
introducir instrumentos de Política Económica que hasta ahora no han sido
utilizados, o solamente en casos excepcionales, a niveles nacionales o interna-
cionales dentro de un orden de economía de mercado. Se han de mencionar
"nuevas" formas de proteccionismo del Comercio Exterior y de protección de
determinados sectores productivos, las autorizaciones directas de inversión,
así como las medidas más frágiles para una dirección estructural activa.
A. EXPANSIÓN DE UN "NUEVO" PROTECCIONISMO
50. Desde hace algunos años se extiende un "nuevo" proteccionismo en el
mundo occidental; de forma creciente se acentúan las tendencias ya existentes
para un tratamiento diferenciado de los diferentes partícipes en los mercados.
Esto tiene lugar no solamente mediante las restricciones tradicionales al comer-
cio (por ejemplo, limitaciones cuantitativas y en valor de las importaciones,
dificultades comerciales administrativas, cargas sobre las importaciones, "im-
puestos especiales", acentuamiento de las regulaciones sobre normas técnicas
y documentos de origen, prácticas discriminatorias en la concesión de su-
ministros públicos, etc.), sino también con ayuda de nuevas medidas tales
como los acuerdos de autolimitación bilateral y acuerdos internacionales para
la "ordenación de los mercados". El proteccionismo se oculta también fre-
cuentemente detrás de derechos aduaneros "anti-dumping" o de compensa-
ción. Dentro del marco del "nuevo orden económico mundial" se ha planteado
además una reglamentación acordada internacionalmente, sobre los mercados
de materias primas con precios y cantidades vinculantes.
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Característico para el "nuevo" proteccionismo es que preferentemente se
realizan intervenciones directas en los mercados en base a restricciones cuan-
titativas de las importaciones, con la fijación de precios mínimos, con prescrip-
ciones sobre participaciones en los mercados, etc. Por el contrario, se puede
observar que cada vez se utiliza menos el encarecimiento de las importaciones
mediante variaciones en los tipos del arancel.
Por las medidas proteccionistas se ven afectados tanto el comercio entre los
países industrializados como con los países en vías de desarrollo. Incluso el
comercio que realizan entre sí los países miembros de la Comunidad Económi-
ca Europea se ve entorpecido de forma creciente en los últimos años como
consecuencia de medidas comerciales administrativas: algunos países inter-
pretan, parece ser, las reglas de liberalización acordadas de forma diferente.
51. En la Comunidad Económica Europea se aplican cada vez más medidas
proteccionistas y no sólo en los productos agrícolas —que de acuerdo con
ú ordenamiento en los mercados agrícolas de la Comunidad se encuentran to-
talmente protegidos de la competencia internacional—, en sectores tales como
acero, textil, confección, zapatos, cuero, aparatos eléctricos y electrónicos, co-
jinetes, productos químicos y barcos. En cuanto al acero actualmente se está
actuando igual que en el ordenamiento del mercado agrícola, creando un
sistema de precios mínimos que se asegura mediante acuerdo de autolimita-
ción de exportación de los países suministradores. Hasta que se consigue la fir-
ma de tos acuerdos necesarios se introducen los denominados tipos arance-
larios "antidumping", en lugar de los acuerdos de autolimitación. En cuanto a
los textiles y a la confección constituyen los acuerdos de autolimitación el
núcleo de una "ordenación de mercado". Si bien es cierto que se prevé para
cada uno de los diferentes productos tasas de crecimiento anuales de las im-
portaciones, esto no excluye que determinados países exportadores tengan que
aceptar una disminución notable de sus exportaciones. También se dificulta de
forma notable la entrada de nuevos oferentes eficientes en los mercados mun-
diales en el sector textil y de confección. Frente a los países con comercio es-
tatal, que no han llegado a acuerdos de autodelimitación con la Comunidad
Económica Europea, existen contingentes de importación. En cuanto a la
industria naval, se intenta lograr una división del mercado y al mismo tiempo
reducir, mediante acuerdos internacionales, las capacidades de los astilleros
existentes y limitar las ayudas al Tercer Mundo en el que se incrementan las
capacidades de construcción de buques.
52. Como justificación para la introducción de restricciones y obstáculos
comerciales se argumenta en base a que:
— Con la introducción de la competencia exterior en los mercados nacio-
nales se eliminan puestos de trabajo y se acentúan, por lo tanto, los ac-
tuales problemas de ocupación en los países industrializados.
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— - Las importaciones baratas, especialmente provenientes de los países
asiáticos, elevan en los sectores "sensibles", tales como acero, astilleros
y textiles, los excesos de capacidades ya existentes.
— Las distorsiones de la competencia surgen como consecuencia de las
diferentes políticas estructurales e industriales que a nivel estatal se
realiza en cada uno de los países, en base a la denominada carrera de
subvenciones.
— Los países del bloque oriental con sus productos relativamente baratos,
que sitúan en los mercados de los países industriales occidentales, sin
que pueda determinarse si los precios relativamente más bajos son o
no expresión de ventajas comparativas de costes.
— La debilitación de la demanda en los distintos mercados es de natura-
leza transitoria, pero pueden poner en peligro a la larga la existencia de
muchas empresas.
—- A la vista de la situación política mundial y por motivos de política de
seguridad no puede trasladarse la producción de determinados pro-
ductos en su totalidad o en parte a otros países.
— Las medidas proteccionistas persiguen una disminución del riesgo en
las industrias nacionales y a largo plazo facilitan el cálculo económico o
incluso lo hacen posible.
— La creciente interdependencia de las economías nacionales con las eco-
nomías de otros países restringe la zona de juego para los objetivos espe-
cíficos nacionales orientados a una determinada política social y econó-
mica.
53. Una referencia especial debe hacerse a las limitaciones a la exporta-
ción que se realizan de forma creciente. Estas limitaciones se fundamentan en
los siguientes términos:
— Asegurando que no debe "exportarse" el nuevo conocimiento técnico
logrado, ya que se pone en peligro la situación competitiva de la indus-
tria nacional en los mercados mundiales.
— Se supone que un desplazamiento de la oferta de los productos nacio-
nales de los mercados mundiales a los mercados nacionales puede frenar
la inflación.
-— Con el deseo de mejorar, mediante la reducción de la oferta los "terms
of trade" y, con ello, obtener beneficios en términos de bienestar na-
cional ;
— A los esfuerzos de fomentar la industria transformadora, ya que las li-
mitaciones de las exportaciones de materias primas puede llevar al
abaratamiento de las materias primas para los productores nacionales.
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54. Casi todas las tendencias que han sido descritas aquí son apreciacio-
nes complementarias a transformaciones estructurales profundas que están
teniendo lugar desde hace varios años. La lucha contra la inflación mundial
mediante restricciones monetarias, la introducción de los tipos de cambios fle-
xibles, la introducción de nuevas tecnologías y la penetración acelerada de los
países en vía de desarrolló en los mercados mundiales, ha provocado necesaria-
mente una presión de adaptación importante tanto nacional como internacional.
Se han intentado sustraer a esta evolución mediante las medidas arriba men-
cionadas ; el "nuevo" proteccionismo puede definirse, por lo tanto, como "nego-
ciación a la adaptación".
B. CRÍTICA DEL "NUEVO" PROTECCIONISMO
55. La negativa a la adaptación y a la aplicación de las correspondientes
medidas proteccionistas han ocasionado en general grandes pérdidas de efi-
ciencia y, en especial, pérdidas de crecimiento y ello por diferentes motivos:
— Las limitaciones a la importación corren a cargo de los consumidores
como consecuencia de precios más elevados. Lo que significa al mismo
tiempo para la industria de exportación un retroceso de su producción,
o bien, un crecimiento más lento de los volúmenes de ventas en el exte-
rior. Aquellos productores a los que les limite sus ventas en los mercados
nacionales, deben limitar, por motivos puramente financieros, sus com-
pras de los productores nacionales. La economía nacional no se encuen-
tra ya en la situación de utilizar totalmente las ventajas comparativas
del país en el mercado mundial. Allí donde se limitan las importaciones
de materias primas y productos semifabricados, se encarecen los pro-
ductos previos para todos los demás sectores económicos que intervie-
nen posteriormente en los procesos de fabricación. Y si dentro de estos
sectores se encuentra la industria de exportación disminuyen también
sus oportunidades de venta en el mercado mundial y la utilización de
la división de trabajo vertical.
— Las limitaciones de importaciones nacionales, llevan, por regla general,
a un proteccionismo acentuado del extranjero. Con ello, se tiene que
calcular cuando la República Federal de Alemania, que a nivel mundial
se la considera como un representante comprometido en el concepto
del libre-cambio, adopta medidas proteccionistas o en la Comunidad Eco-
nómica Europea se consideran como bienvenidas. Esto puede animar a
diversos países, mucho más que hasta ahora a proceder contra el es-
píritu y le letra de los acuerdos del GATT.
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— Un incremento del proteccionismo en el exterior significa para la Re-
pública Federal de Alemania, como consecuencia de su elevada depen-
dencia de la exportación, claras pérdidas de rentas. Esto tiene sobre todo
validez cuando la industria de exportación alemana, como consecuencia
de una recomendación del proteccionismo en los mercados nacionales,
se muestra insegura y tiene que calcular que se le dificultará cada vez
más la introducción de esos productos en los mercados mundiales y que,
por lo tanto, tiene que mostrarse muy prudente a la hora de decidir sus
inversiones. Por este motivo, la República Federal de Alemania debiera
de estar dispuesta —lo mismo que cualquier otro país industrial— a re-
nunciar unilateralmente a medidas de limitaciones comerciales aún cuan-
do en el extranjero, por motivos plausibles, se apliquen tales medidas.
— Proteccionismo significa una reducción de la participación del mercado
nacional en el progreso técnico del extranjero y un debilitamiento de
la competencia.
— Los intentos estatales para proteger los mercados nacionales y de dis-
tribución de mercados internacionales someten las disposiciones econó-
micas cada vez de forma más acentuada a decisiones políticas. Lo que
crea enormes dificultades organizativas y prácticas, ya que, entre otros,
los acuerdos bilaterales o multilaterales con los gobiernos de muchos
países tienen que llevar necesariamente a la división de mercados, sien-
do necesario al mismo tiempo garantizar que las industrias afectadas res-
peten los acuerdos establecidos.
— El argumento de que las medidas proteccionistas facilitan el cálculo
económico a largo plazo y favorece con ello el crecimiento económico,
puede contradecirse empíricamente. Especialmente (pero no solamente),
las experiencias en el ordenamiento del mercado agrícola europeo nos
han enseñado que se incrementa la incertidumbre entre los productores.
Las decisiones sobre protección de importaciones, precios mínimos, etc.,
son más difíciles de prever incluso que la propia evolución de mercado
en un comercio libre.
— El deseo de adaptación en condiciones de mercado cambiantes es frágil en
las empresas protegidas. En este sentido, estas orientarán los esfuerzos
probablemente a conseguir ayudas estatales adicionales, así como medidas
de protección para concentrar en esta forma de actuación la recuperación
de la rentabilidad.
56. Las medidas proteccionistas puede ser que suavicen los problemas de
ocupación de un país —si lo logra— solamente a muy corto plazo. Ya que la
no protección frente a las importaciones puede ser que lleve a pérdidas de
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puestos de trabajo en una industria, pero al propio tiempo y, por regla gene-
ral, crea mayor número de puestos de trabajo en la industria de exportación
y en aquellos otros sectores vinculados, además de puestos de trabajo como
consecuencia del crecimiento acelerado.
57. Las capacidades existentes que no pueden ser utilizadas como con-
secuencia de la aparición de nuevos oferentes que producen en condiciones más
favorables, o bien como consecuencia de una adaptación tardía a los retrocesos
de la demanda, o bien como consecuencia de una previsión optimista de la
evolución de la demanda por parte de los inversores, no tiene ningún o muy
poco valor económico. Las medidas proteccionistas que quieren desplazar la
demanda nacional del mercado mundial a las empresas nacionales, puede ser
que consigan —pero no siempre— la recuperación del grado de ocupación de
las capacidades disponibles; pero esto no elimina en ningún caso las pérdidas
de valor que se han producido en el conjunto económico. Lo que sucede es
que se le descarga al inversor de estas pérdidas y se transfieren al conjunto:
este colectivo soporta la pérdida en el momento que paga mayores precios por
los correspondientes productos y renuncia a puestos de trabajo en la industria
exportadora y, en no pocos casos, tiene que disponer también de subvenciones
para financiarse con ayuda estatal. Por regla general, no se nota incluso esta
redistribución por las personas que se ven afectadas negativamente.
58. En productos concretos es frecuente que surjan excesos de capacidades
al mismo tiempo en varios países. Se ha propuesto» que en estos casos, la
disminución de la capacidad sea regulada a través de acuerdos internaciona-
les y que, de esta manera, se trate de aceptar una distribución equitativa de las
pérdidas. Aparte, y dejando a un lado el peligro que puede provocar toda re-
gulación de las reacciones de los afectados y, con ello, incluso anular los ob-
jetivos perseguidos, se ha de considerar la dificultad de desarrollar criterios
económicos satisfactorios para tales regulaciones a nivel internacional. Tanto
intra como internacionalmente las situaciones de coste de las empresas de un
sector son generalmente muy diferenciadas. Si en base a estas condiciones se
establecen recortes porcentuales de las correspondientes capacidades de produc-
ción nacionales, se verán afectadas de la misma manera las empresas más efi-
cientes que las ineficientes. La producción no se desplaza a aquellos emplaza-
mientos más favorables en una comparación internacional.
59. Los argumentos de política de seguridad para justificar el proteccionismo
son, con excepción de muy pocos productos, muy poco satisfactorias, ya que
la competencia de una importación intensiva no perjudica la existencia dé los
sectores económicos en su totalidad. Por regla general, las empresas afec-
tadas pueden aprovechar, al especializarse tipos o variantes de productos, uti-
lizando la posibilidad de una división de trabajo intraindustrial y, con ello,
beneficiarse de resultados escalares crecientes.
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60. La realización del deseo de ir a un "national way of life" no se ve en
peligro por el libre comercio. Nadie está obligado a adquirir productos que
ofrecen oferentes extranjeros. Tampoco puede verse porque se reflejarán mejor
las peculiaridades nacionales en el caso de protección de las importaciones de
la industria nacional, dando una acentuación nacional a los productos.
61. Los argumentos expuestos desde los apartados 55 hasta el 60 demues-
tran que, desde el punto de vista político-económico no tiene sentido difi-
cultar mediante medidas proteccionistas las transformaciones estructurales y
obstaculizar los procesos de adaptación. Lo cual no excluye, que en casos ex-
cepcionales, sea aceptable influir en los procesos de adaptación mediante la
Política Económica. La que no tiene porqué realizarse con medidas proteccio-
nistas, sino mediante una política estructural de economía de mercado tal como
se ha planteado en el apartado IV de este Dictamen.
C. PROPOSICIONES PARA UNA POLÍTICA ESTRUCTURAL Y DE INVERSIONES CEN-
TRALMENTE DIRIGIDA Y SU FUNDAMENTO
62. Las nuevas propuestas para una política de inversiones dirigida y para
una política estructural activa persiguen, al contrario de lo que significa una
política estructural regional o sectorial conforme al orden de economía de mer-
cado (ver a este respecto el apartado IV), primeramente una ampliación de las
posibilidades para influir globalmente sobre la actividad inversora y sobre la
estructura productiva. Como instituciones responsables de la política dirigida
de inversiones y estructuras se configuran órganos estatales, pero también se
mencionan instituciones configuradas por asociaciones empresariales a niveles
sectoriales o del conjunto económico, así como comisiones sectoriales u otras
instituciones denominadas "mesas redondas", consejos sociales y económicos.
63. Ni en el caso de una política de dirección de inversiones ejercida di-
rectamente, ni tampoco por lo que se refiere a una política estructural activa
se trata de aplicar concepciones de Política Económica maduradas. El control
de las decisiones de inversión parte del supuesto de que las escalas de priorida-
des de las necesidades de la sociedad se imponen en lugar de las disposiciones
privadas en el sector de inversiones. A través de éstas, se trata de conseguir
una "configuración consciente de la sociedad" en cuanto se refiere al proceso
económico. Mediante órganos parlamentarios democráticos o mediante con-
sejos económicos planteados a niveles paritarios o mediante comisiones sec-
toriales paritarias se tratan de definir "las necesidades de la sociedad" a las
que se han de adaptar a plazo medio las estructuras de producción existentes
en los mercados.
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Con este procedimiento, se promete al mismo tiempo evitar los extran-
gulamientos y excesos de capacidades en los mercados singulares, se pretende
lograr una mejor orientación del comportamiento de inversiones en cuanto a su
adaptación a los desarrollos a largo plazo mejor que en el caso de una dirección
a través del mercado, se pretende una disminución de las oscilaciones de in-
versión, y con ello, asegurar un crecimiento constante de la evolución econó-
mica, así como una mejor consideración de las "verdaderas" necesidades de
los consumidores. Por parte de algunos defensores de la política del control de
inversiones se admite el coste de que una tal política no es realizable dentro
del marco de un orden de Economía de Mercado, otros se plantean precisa-
mente como objetivo político inmediato el que se consiga incluso alterar el
sistema,
64. La exigencia de un control de las inversiones de forma directa se ve
modificada ocasionalmente por el deseo de establecer oficinas de registro de
las inversiones. Una obligatoriedad de registro para los proyectos de inversión,
así se viene argumentando, evitaría desarrollos erróneos estructurales. El pro-
blema que se plantea sobre si tales oficinas de registro de inversiones pudieran
tener al mismo tiempo capacidad para influir en las mismas inversiones para
alcanzar este objetivo queda, sin embargo, sin contestar totalmente.
65. Las nuevas propuestas para una política estructural activa o bien una
dirección estructural centralizada se plantean menos desde el punto de vista de
un control amplio de las inversiones, sino más bien en base a que tiene que
ser mejorada la capacidad productiva del mercado. Las transformaciones es-
tructurales que acompañan necesariamente a los procesos de competencia en la
Economía de Mercado tratan de facilitar y evitar, o bien suavizar, las consecuen-
cias que se producen al plantearse dificultades en la política de ocupación. A
la política estructural anticipativa se le viene a asignar el papel de complementar,
hasta cierto punto, como tercera columna "de la Política Económica", la po-
lítica de ordenamiento económico y la dirección global de la economía.
Por los defensores de esta dirección se recomienda, en analogía al consejo
de expertos que enjuician en la República Federal de Alemania el desarrollo
económico global, la creación de un consejo de expertos para cuestiones es-
tructurales que se pronuncie —en base a los informes de estructura— en cuanto
a previsiones sobre las transformaciones estructurales que puedan esperarse
y, en su caso, que pronuncie también recomendaciones con el fin de facilitar el
conocimiento, a tiempo, de los desarrollos erróneos en la economía. A este gre-
mio de asesores, que no se compondría sólo de científicos, sino también de re-
presentantes de grupos sociales asesorados por los primeros, no se le facilitaría
influencia directa alguna sobre las medidas de la política de fomento de las
inversiones y de la política de subvenciones estatales.
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D. CRÍTICA DE LA POLÍTICA ECONÓMICA A LA ACTUACIÓN DIRIGIDA DE LAS
INVERSIONES Y DE LA ESTRUCTURA
Control directo de las inversiones y libertad de inversiones
66. Una política de control directo de las inversiones para el conjunto de
la economía que se instrumente a través de una "oficina de control de inversio-
nes" y que dirigiese en forma de ofertas y prohibiciones de inversión las in-
versiones en cuanto a la utilización y aplicación de las mismas y que, con
ello, lo que se trate es de fijar a plazo medio la estructura productiva de la
economía, eliminaría prácticamente el orden de una economía de mercado en
la República Federal de Alemania.
Una de las características del ordenamiento de una economía de mercado
es el derecho a la libertad de cada uno de los individuos, que les concede —den-
tro del marco de la legislación vigente— competencias de decisión autónomas y
les permite realizar tales libertades según sus apreciaciones sobre la situación
del mercado, las oportunidades de la competencia y las perspectivas de beneficio.
Un elemento fundamental de la libertad de decisión empresarial es, sin em-
bargo, el derecho a decidir el volumen y tipo de las inversiones. Si se recorta
la libertad de inversión de las economías privadas tienen que sustituirse estas
economías por otras entidades que adopten las decisiones, pero éstas de nin-
guna manera pueden aceptar la responsabilidad frente a las decisiones econó-
micas erróneas, tal como sucede bajo las reglas de una economía de mercado que
funciona cuando existe una configuración adecuada de las responsabilidades.
Guando las decisiones de inversión se traspasan a órganos estatales o configura-
dos paritariamente, se plantea como único responsable sólo a la Sociedad en
su conjunto, prácticamente son todos los contribuyentes, cuyos intereses di-
fícilmente pueden ser conocidos por los que tienen la capacidad de decisión e
incluso, como sucede muy frecuentemente, se descuidan estos intereses. Además,
hay que añadir la indeterminación de los criterios de inversión en un orden
que no se basa en la actuación decisora de las economías privadas y de la
consecuente configuración de los precios que se deriva de las mismas.
67. Mientras que no es compatible una oferta impuesta de inversión con
un orden de economía de mercado, es admisible que las prohibiciones no dis-
criminantes de las inversiones, en tanto se realicen dentro de una constitución
libre por motivos de seguridad del conjunto de la sociedad, pueden conside-
rarse como conforme al mercado, lo cual no dice nada, sin embargo, nada en
cuanto a su calidad asignativa sustancial.
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Control de las inversiones y eficacia de la asignación de recursos en la economía
de mercado
68. Un control de las inversiones que se limite a una planificación marco
central y que deja, en última instancia, las inversiones a la responsabilidad de
las decisiones empresariales (planificación indicativa), parece, a primera vista,
que no se le puede acusar de eliminar el orden de una economía de mercado.
Pero, sin embargo, cuando lo que se pretende es influir más allá de la determi-
nación de la cuota global de inversiones con ayuda de la política de crecimiento
y coyuntural, debiera entonces desarrollarse, por lo menos, una concepción de
la "estructura sectorial apropiada" de la economía y tratar de determinar a
los ciudadanos, que actúan de forma autónoma en su comportamiento econó-
mico, aquel comportamiento "recomendado". Una planificación, políticamente
neutral, y puramente indicativa, no puede, sin embargo, aplicarse con gran
probabilidad en la práctica. La eficacia de una planificación indicativa exige
previamente que pueda fijarse y deducirse un pronóstico global sobre la futura
evolución, en la que deben de orientarse todos los planteamientos. Pero en
condiciones de competencia estos pronósticos constituyen una contradicción.
En la competencia cada empresario y propietario de los factores de producción
busca para él, para sus productos y para sus servicios, o para los bienes que
quiere desarrollar, estimar la evolución futura que además se configura, con-
figuración que se ve también influida por su propia actuación. Los mayores
éxitos en el mercado y, con ello, las fuertes desviaciones de la media sectorial,
lo consigue el empresario con las mejores estimaciones de la evolución de la
demanda y con el mayor éxito de la innovación lograda. Por lo tanto, una
planificación indicativa o no tiene utilidad alguna, o bien elimina la competencia.
69. En la práctica, se tiene que contar con que se persiguen programas
menos exigentes y que solamente partes de la producción se orientan a los ob-
jetivos perseguidos por los planificadores responsables. Se tiene que contar con
que las medidas selectivas que consiguen aplicarse para que se produzcan las
inversiones, tengan lugar allí donde debieran producirse de acuerdo con las
ideas políticas que persiguen los responsables de las decisiones. Pero precisa-
mente éstos, muy probablemente, se desviarán de las ideas de los demandantes.
Y si la evolución de la demanda se queda por detrás de las expectativas de
los planificadores, es inevitable la aplicación de subvenciones provenientes de
las disponibilidades fiscales o la concesión de ventajas fiscales y, con ello, lo
que se produce es que se debilita constantemente la eficiencia de la asignación
de los mercados.
Por lo tanto, se ha de partir del hecho de que la estructura de inversiones
elegida no corresponde a aquella que se hubiera configurado en un proceso de
43
mercado. Si se trata de bienes que se producen para el mercado, se tiene que
considerar que la producción que ha sido dirigida por las instancias responsa-
bles de la política de inversiones, tanto en cuanto la composición de los pro-
gramas de producción como de los volúmenes, no corresponde a las preferen-
cias de los consumidores, por lo que surgen en estos mercados estrangulatnien-
tos y exceso de capacidades. En tales situaciones se ejercerá, con mucha proba-
bilidad, una fuerte presión política sobre las instancias responsables de la Po-
lítica Económica y/o sobre aquellas otras responsables del control de las in-
versiones en el sentido de aplicar medidas que restrinjan la competencia. Esta
presión encuentra su expresión, en un país cuyo comercio exterior es fuerte-
mente interdependiente, muy concretamente sobre las diferentes formas de
proteccionismo.
Sobre la practicabilidad del control de inversiones
Tanto en un control de inversiones directo, como también en uno indica-
tivo-selectivo, se plantean problemas prácticos —aunque de muy diferente
magnitud—, problemas para los que aún hoy no hay ninguna solución satisfac-
toria.
70. Las instancias u órganos de decisión o de recomendación tienen que
ser, o bien parlamentos, consejos sociales y económicos supraempresariales o
comisiones Sectoriales paritarias (mesas redondas), así como instituciones au-
tónomas de la economía. La posición de las dos instituciones citadas en último
lugar, dentro de un sistema global democrático-parlamentario, no está regulado
(ver apartado D-82). En ambos casos, pero especialmente sobre todo en las co-
misiones sectoriales, se ha de temer que, especialmente, dominen los intereses
de los productores, en el sentido de los que están representados: empresarios
y trabajadores, con lo que tanto los intereses de las diferentes fases de produc-
ción previas y posteriores, así como los consumidores, se ven seriamente afec-
tadas. También en los "consejos" plantean el problema de que no se encuentra
suficientemente considerado el interés común, ya que el problema de cómo
asegurar los intereses globales no puede resolverse en base de reglas generales
y de una ordenación constitucional equilibrada, sino solamente a través de la
representación en los gremios de decisión. Por lo tanto, estos gremios debieran
ser ocupados paritariamente con representantes de los consumidores, de los
trabajadores, de los propietarios de capital, de los empresarios, de los sumi-
nistradores, de los jubilados, de los receptores de aportaciones sociales, etc.,
institucionalización que no goza de una legitimización democrática (ver apar-
tado D, números 82 y siguientes).
44
71. En todos los controles de inversión con una fijación de objetivos, los
órganos responsables de este control tienen que prefijar, más o menos de forma
explícita, las "escalas de preferencias de las necesidades de la sociedad". Pero no
existe, sin embargo, hasta hoy, ningún procedimiento practicable que en base a
un acuerdo mayoritario pueda llegarse a determinar una escala jerárquica de las
necesidades de una economía con la suficiente diferenciación y que al mismo
tiempo pudiera adaptarse a las cambiantes situaciones de los planes econó-
micos de los consumidores. Una escala jerárquica de necesidades colectivas fi-
jada mayoritariamente no permitiría el acceso directo de la minoría en la deter-
minación de las necesidades, por lo que se han de proponer medidas espe-
ciales para la protección de las minorías, lo que al mismo tiempo, a su vez,
estaría en contraposición con el resultado de la votación. Una escala jerárquica
de preferencias económicas surgida de decisiones mayoritarias concurriría ade-
más con el proceso de decisión político en el que se llevarían a cabo para la co-
munidad decisiones colectivas necesarias en base a valoraciones de los bienes.
72. Y puesto que no puede establecerse una escala jerárquica de necesida-
des colectivas en base a una encuesta individual de los ciudadanos con la sufi-
ciente diferenciación, en la práctica tienen que tomar las decisiones necesarias
las élites políticas. Los consumidores no poseen, por lo tanto, como en una
economía competitiva de economía de mercado, la posibilidad de disponer de
bienes y rentas mediante la disposición de sus rentas sobre la estructura e
inversiones y sobre la asignación de los factores de producción a largo plazo.
73. En los proyectos de inversión públicos existen numerosos intentos
—pero la mayoría de ellos no convencen—, de imitar el funcionamiento de los
mercados y, especialmente, considerar las valoraciones de los consumidores
con el fin de garantizar la asignación óptima de los recursos del presupuesto
entre las posibilidades de utilización concretas. El problema que se ha descrito
aquí alcanza en el conjunto económico, en el que se diese un control amplio de
las inversiones, un peso aún mucho más importante.
74. Las experiencias que se han realizado con los mecanismos centrales de
dirección y control centralizados confirman constantemente, que los límites de
la capacidad de elaboración de los problemas de las instancias de decisión son
muy restringidas y que, en ningún caso, se encuentran en situación de abarcar
todas las posibilidades realmente existentes y de agotarlas. Particularmente, por
lo que se refiere a aquellas comunidades con una constitución democrática, pue-
de considerarse que es pedir demasiado, por lo tanto, y ello por lo que se refiere
a puntos de vista de la capacidad de planificación, como también en lo que
se refiere a su realización, cuando quieren abarcarse funciones altamente com-
plejas en el control de las inversiones.
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75. Las experiencias con sistemas análogos de dirección de inversiones
y de estructuras demuestran que las instancias de control van desarrollando una
inclinación a concentrar su atención solamente en las grandes empresas y ga-
rantizar a éstas un mejor acceso a los medios públicos. Con lo cual surge una
fuerte desventaja para las empresas medias y pequeñas y favorece las tendencias
a la concentración.
76. El que las instancias de control de las inversiones y de las estructuras
puedan evitar las inversiones erróneas es muy poco probable. El comporta-
miento económico de los partícipes en el proceso económico se orienta en
magnitudes de expectativas, en las informaciones que se dispone del presente
y del pasado. La revisión de estas expectativas en base a las constelaciones que
realmente se han producido en los mercados, y la consideración de los datos
que produce el medio, se reflejan en la economía de mercado a través de señales
de precios y mecanismos sancionadores del mercado. Una instancia que no
vincule las señales del mercado y las sanciones de mercado con la realidad eco-
nómica solamente puede, por tanto, reaccionar, en el mejor de los casos, con
una gran demora con respecto a las modificaciones del mercado y lleva, por
lo tanto, a que surjan excesos de capacidades y estrangulamientos considera-
blemente.
Sobre la problemática de las oficinas de registro de inversiones
77. Cuando se exige la creación de oficinas de registro de inversiones se
ha de considerar que el registro de los proyectos de inversión no es neutral en
su comportamiento y que influye negativamente en la competencia, especial-
mente en la competencia innovadora. Mediante la publicación de los proyectos
de inversión previstos se limita la posibilidad de las empresas de lograr en el
mercado ventajas competitivas a través de la innovación de productos y pro-
cesos; ya que las oficinas de registro de inversiones difícilmente pueden re-
servar sus informaciones sobre las intenciones de inversión de una empresa,
sobre todo, en los mercados oligopolistas, además de que tampoco lo desean y
no es compatible con el objetivo de esta instancia. Y entonces lo que ocurre es
que se llega, o bien a acuerdos que restringen la competencia o se intenta influir
administrativamente en las decisiones de inversión de los competidores cuando
surge en la oficina de registros la impresión de que desde el punto de vista del
conjunto económico, o por otras consideraciones, no es oportuna la inversión
planificada.
78. Además, se ha de considerar que el registro de los proyectos de
inversión presenta grandes problemas administrativos y, precisamente sobre
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todo, por lo que se refiere al momento en el que deben registrarse (por ejem-
plo, registro cuando se han realizado las primeras fases de planificación em-
presarial, cuando se han producido los pasos formales de decisión o al comienzo
de la inversión física), la determinación de los gastos de la inversión y la es-
timación de las futuras ventas. Además se tendría que considerar cómo se de-
biera proceder cuando las decisiones pudieran influir el grado de ocupación de
los medios de producción ya existentes en poder de la competencia. Se tendrían
que buscar otras reglas sobre cómo deben tratarse los registros falsos y las re-
visiones de las decisiones de inversión o las medidas estratégicas de inversión
para influir en los comportamientos de mercado de los competidores o si no
debieran realizarse las inversiones que no se han registrado a tiempo y si
deben ser públicas las estructuras del cálculo económico que sirven de base a la
decisión de inversión. Por último* además, se tendría que regular si por parte
de la oficina del registro de inversiones se precisa de una aprobación formal o
informal en cuanto al proyecto de inversión. Se tendría que examinar hasta qué
punto y en qué manera una aprobación de unas inversiones significaría una
ventaja patrimonial real para el que se ha viste favorablemente afectado y
luego decidir cómo deben disponerse las rentas que surjan de esta ventaja pa-
trimonial.
79. Las experiencias conseguidas con la obligatoriedad de registrar las
inversiones dentro del Tratado del Carbón y del Acero (CECA) confirman la
fragilidad de este instrumento. Estos registros no son capaces de evitar el que
surjan excesos de capacidad considerables en el sector del acero, superávits,
que han llevado luego a que la Comisión de la Comunidad Económica Europea
y el Consejo de Ministros de la misma hayan dispuesto medidas proteccionistas
y se hayan pronunciado a favor de intervenciones dirigistas sobre el mecanis-
mo de los precios. Y esto se ha de enjuiciar tanto más críticamente cuando se
considera que una parte importante de la financiación ajena ha sido decidida
por la Comisión de los medios disponibles provenientes de los empréstitos de
la CECA.
Sobre la practicabilidad de la política estructural
80. Pudiera pensarse que en lugar de las formas señaladas de control de
las inversiones o de las estructuras pueda plantearse una dirección estructural
puramente indicativa, la cual se diferencia de las variantes qué se han plan-
teado hasta ahora por el hecho de que renuncia a medios directos de dirección
y control y se contenta con un sistema de recomendaciones (listas positivas y
negativas) en cuanto a las posibles y previsibles evoluciones económicas. Las
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recomendaciones debieran facilitar las transformaciones estructurales que tienen
lugar en una economía de mercado y mejorar el proceso de asignación. Estas
recomendaciones debieran pronunciarse por un Consejo de Expertos constituido
al efecto.
81. En contra de esta concepción debe argumentarse críticamente lo si-
guiente:
— Una mejora de la función de asignación de los mercados solamente po-
dría aceptarse cuando se consiguiese que pudieran establecerse pronósti-
cos aceptables sobre la evolución estructural esperada para la planificación
empresarial. Si se establecieran los pronósticos estructurales por parte
del Estado o de un órgano estatal sectorial, sería muy difícil en el proceso
político hacer suficientemente perceptible que no se trata de una fija'
ción de objetivos estatales. Las instancias estatales pueden verse obligadas
fácilmente a cuidar que a través de medidas de Política Económica exista
una demanda suficiente para aquellos bienes y servicios que se han pro-
ducido como consecuencia de decisiones de producción basadas en
pronósticos estructurales. Al contrario de lo que sucede en el Consejo
de Expertos que enjuicia la evolución económica global en la República
Federal de Alemania, en el caso que se ha planteado aquí, se establece-
rían en lugar de análisis globales, recomendaciones concretas sectoriales
y para empresas singulares que fácilmente se plantearían como base
para la exigencia de ayudas estatales. Estos temores pudieran desvirtuar-
se cuando los pronósticos estructurales se produjesen por institutos pri-
vados independientes y que estos institutos fuesen competitivos.
— Un sistema de recomendaciones públicas sobre qué sectores deben ex-
pansionarse en el futuro (lista positiva), qué sectores deben reducirse
(lista negativa), no es compatible con una economía de mercado. Una
retención y valoración centralizada de la información disponible sobre
los diferentes sujetos económicos a efectos de adoptar una dirección
indicativa estructural, plantearía, además, la dificultad de que la reco-
pilación de los datos relevantes y su transformación exigen un notable
coste de tiempo y trabajo. Antes de que pudieran disponerse de los datos
necesarios podría suceder que los acontecimientos económicos van muy
por delante de la base de datos conseguidos.
— Las instancias estatales influyen mediante numerosas intervenciones (mo-
dificaciones, codificaciones del tipo de cambio, tasas sobre precios, ga-
rantías de precios mínimos y máximos, ventajas fiscales, medios de
política exterior) constantemente sobre las perspectivas de resultados
de las empresas y, con ello, sobre la estructura de la economía. Por lo
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tanto, los pronósticos estructurales públicos debieran considerar las ac-
tuaciones estatales dentro de este cálculo y considerar también sus pro-
pias recomendaciones. Pero es que precisamente a partir del propio sis-
tema tropieza con las dificultades de que la actuación estatal se encuentra
constantemente confrontada con nuevas constelaciones políticas en el
interior y en el exterior a las que tiene que dar respuesta de forma ade-
cuada. Política estatal no es, por consiguiente, planificable y previsible
en el sentido exigido por una política estructural.
E. SOBRE EL ENJUICIAMIENTO CONSTITUCIONAL DE UNA POLÍTICA DE
INVKRSIONES Y ESTRUCTURAL DIRÍGIDA
82. Al contrario de lo que muchas veces se supone, el legislador, por lo
que se refiere a la configuración de las medidas que implican un control de
inversiones y de estructuras, no es totalmente libre; más bien el ordenamiento
constitucional plantea límites. Para el funcionamiento de un Estado de De-
recho y de una democracia es condición insoslayable conseguir claridad sobre
responsabilidad y asignación de las consecuencias de las decisiones. Claridad de
la responsabilidad también en el caso de las decisiones de inversión es, por tanto,
una exigencia que se produce por la exigencia constitucional de una democracia
en un Estado de Derecho (artículo 20, 28, apartado 1, párrafo 1 de la Ley Fun-
damental).
83. Básicamente, en el ordenamiento constitucional de la República Fe-
deral de Alemania se dan dos tipos de legitimización de las decisiones econó-
micas, esto es, también en cuanto a las decisiones sobre inversiones. En el pri-
mer caso, se basa en que las personas e instituciones, en base a los derechos fun-
damentales de propiedad, de libertad profesional y de libertad en general, pueden
realizar su actuación económica libremente. Por el contrario, en el segundo caso,
de las decisiones que se adoptan por gremios políticos precisan, a tal efecto,
de una legitimización democrática. Esta legitimización, por regla general, se
da cuando el Parlamento adopta decisiones o cuando los gobiernos que deciden
tienen que responsabilizarse ante el Parlamento y están vinculados en términos
generales por el respeto a la Constitución.
Por la dirección o control de las inversiones, pueden difuminarse ambos
tipos de legitimización de manera, que al final, no es posible reconocer quién es
responsable para qué decisiones. Y puesto que ya hoy existen, por parte del
Estado, numerosas limitaciones de la libertad de inversión empresarial, no
puede hacerse ninguna acusación contra las reservas que se han mencionado
anteriormente en torno a la política constitucional Las limitaciones tradiciona-
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les en la planificación de construcciones, de ordenación espacial, regulaciones
del medio ambiente, protección del trabajo, entre otras, permiten apreciar, en
cada caso de forma muy clara, cuáles son los objetivos, las normas y los co-
rrespondientes procedimientos y, con ello, la responsabilidad estatal. Este tipo
de control ha de diferenciarse fundamentalmente del comportamiento empre-
sarial propiamente dicho, al que le fijan un marco jurídico. En las recientes dis-
cusiones sobre el control de las inversiones y en la política estructural, no se
trata de la fijación de unas condiciones marco generales a la actuación empre-
sarial, sino que se trata de ordenar las correcciones necesarias para aquellas
decisiones empresariales "erróneas", en casos singulares, esto es, para su sus-
titución por "decisiones adecuadas desde el punto de vista de la sociedad", sin
que puedan supeditarse claramente el objeto, las normas y los procedimientos
de un responsable específico de la actuación política. La intervención del Es-
tado y las decisiones de las Empresas se convierten necesariamente cada vez más
en campos más limitados, incluso en formas entrelazadas que no pueden di-
ferenciarse.
84. Una tal actuación provocaría amplias consecuencias. Sería entonces im-
posible de limitar el control democrático de la actividad estatal al ámbito es-
tatal de los procesos de decisión y, al mismo tiempo, incluso abarcarlo total-
mente. Pero, sin embargo, si no es posible separar la influencia de las decisiones
políticas de las decisiones empresariales, de manera que las medidas estatales,
como tales se someten a los controles parlamentarios reales, no se cumplirían,
como frecuentemente se plantea, la exigencia de más democracia en las deci-
siones de inversión, en el sentido de la Constitución,
85. Pero es que, además, es muy dudoso el que la dirección y control de las
inversiones en la medida planteada pudiera someterse a un control democrático.
Cuanto más cerca se encuentren las decisiones económicas, dentro del área del
control y dirección de las inversiones, del campo de responsabilidad del go-
bierno y del control de los Parlamentos, tanto mayor será la probabilidad de que
las decisiones de las instancias parlamentarias no correspondan a las exigencias
de decisión o que la pretensión de poder satisfacer estas exigencias de decisión,
sobrecargue al proceso democrático.
Actualmente se aceptan frecuentemente consideraciones pero, al mismo
tiempo, se señala que las funciones del control de las inversiones, por parte del
Gobierno y el Parlamento, debiera desplazarse a instituciones de la sociedad,
por ejemplo, a órganos de autodeterminación o a comisiones mixtas. Contra estas
actuaciones se plantean, sin embargo, los argumentos de política constitu-
cional.
En las sociedades democráticas no puede estar representado el conjunto
de la comunidad de forma discrecional por representantes de grupos o secto-
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res que no le son responsables directamente. Si bien es cierto que en la prác-
tica de la constitución existen múltiples posibilidades de delegar decisiones en
instituciones especiales, por ejemplo, en los tribunales, instituciones jurídicas u
otras instituciones de derecho público. Pero esto exije, en cada caso, una
justificación cuidadosa y ampliamente diferenciada tanto frente a la comunidad
como por lo que respecta a las propias personas afectadas.
De manera análoga a las regulaciones que facilita, por ejemplo, la indepen-
dencia judicial, la autonomía de las instituciones autoadministradas o la inde-
pendencia del Banco de Emisión Alemán, sé tiene que plantear si para los
órganos de control de inversiones pueden fundamentarse y compensarse me-
diante las estructuras correspondientes la desviación de la legitimación demo-
crática general. Esto depende de:
— Si y en qué medida una vinculación normativa de las funciones y po-
deres de los órganos se desean seriamente y es posible efectivamente.
— Si y en qué medida la autonomía de las apreciaciones de expertos y
una ocupación correspondiente de los órganos es realmente posible.
— Si y en qué medida poderes y formas de actuación obligan al nombra-
miento de los componentes de estos órganos en cuanto a la representa-
ción del bien común y puede vincularse de esta manera en la comunidad
política.
86. El intento de justificar vía afectación parece, sin embargo, estar con-
denado al fracaso. Una autoadministración de los que se ven directamente afec-
tados, de las empresas agrupadas de acuerdo con criterios de afectación, a tra-
vés de los órganos que solamente le son responsables a las mismas, no se desea
y no parece corresponderse con lo que debiera ser la dirección de inversiones o
control de las mismas. Lo que además conseguiría es distorsionar la competen-
cia o incluso llegar a eliminarla. Para todos los demás elementos que se vieran
afectados son, sin embargo, al mismo tiempo tan diferenciados, tan amplios
y complejos, que no pudiera localizarse en otra parte que en los electores. La
dirección o control dé las inversiones no sólo afecta a las empresas y a
sus trabajadores, sino también a los consumidores, a los receptores de las
prestaciones sociales, a los funcionarios públicos, etc. Afecta también, a las em-
presas y trabajadores, no solamente de forma directa, sino —más allá de las
empresas y sus trabajadores afectados directamente— a diferentes empresas y
grupos empresariales, así como a los diferentes grupos de trabajadores de forma
muy distinta (empresarial, local, regional o sectorial). \
La definición de fases y la de limitación de la diferente afectación, son, en
tal medida planteamientos difusos y múltiples que no páeden hacerse en el
sentido de estructuras casi gremiales como base para la legimitación de grupos
parademocráticos. Por último, fracasa este intento en base a la experiencia, que
se hace constantemente, cuando órganos democráticos tienen que legitimarse
de otra manera diferente a la que corresponde a las elecciones generales: no
puede encontrarse una clave convincente para una base distinta a la de la
igualdad en la configuración del deseo democrático y una correspondiente com-
posición de los órganos democráticos.
87. Es ya difícil concebir una organización de la dirección y control de
las inversiones que consiga cumplir con su contenido y al mismo tiempo, pueda
incrustarse en el marco de la democracia de un Estado de Derecho, por lo que
la Ley Fundamental plantea además en los derechos constitucionales límites
inmediatos a la dirección de inversiones.
La determinación del contenido y límites de la libertad empresarial es fun-
ción de la ley (artículo 14, apartado 1, párrafo 2 Ley Constitucional; ver tam-
bién artículo 2, apartado 1, 12, párrafo 1, apartado 1, 19, apartado 1 y 2 Ley
Fundamental). Cuando se producen limitaciones concretas como consecuencia
de estos artículos fundamentales, estas limitaciones deben ser reguladas por
la Ley (artículo 20, apartado 3, 80, apartado 1, párrafo 2, Ley Fundamental).
No se puede contradecir el contenido de las posiciones jurídicas afectadas (ar-
tículo 19, apartado 2 Ley Fundamental). En cuanto a las consecuencias que no
puede perseguir el Estado mediante prohibiciones y mandatos a los sujetos pri-
vados, que tienen que observar los límites constitucionales, o bien tiene el
Estado que renunciar o bien tiene que intentarlo, en lugar de plantear la exigen-
cia a los ciudadanos, con medios propios (mediante administración estatal, ins-
tituciones públicas o empresas públicas, etc.).
88. En el ámbito de la constitución económica, la Ley Fundamental deja
un amplio camino abierto: la socialización mediante la transferencia a la pro-
piedad comunitaria o a otras formas de economía comunitaria (artículo 15 Ley
Fundamental). Pero esto está solamente permitido "mediante una ley que regu-
le las indemnizaciones en cuanto a tipo y volumen". Dirección o control de las
inversiones ni puede ni tiene porque ser un "cuarto camino" que deja a un
lado la economía privada, la socialización y la responsabilidad estatal inmediata
y socaba las posiciones constitucionales.
52
IV. Intervenciones en la estructura económica
conformes al orden de una
Economía de Mercado
A. OBJETO, OBJETIVOS Y CONTENIDO DE LA POLÍTICA ESTRUCTURAL EN UNA
ECONOMÍA DE MERCADO
89. La política estructural tiene —como se reflejerá con más detalle a con-
tinuación— funciones decisivas en cuanto a asegurar, completar y realizar co-
rrecciones a la actuación productiva en una economía de mercado. Pero a esta
política estructural le corresponde más el papel de una política para la orde-
nación y estabilidad con carácter de política subsidiaria que como una "tercera
columna" de la Política Económica. Esta política estructural no debe dominar,
como se exige en los últimos tiempos, la política de competencia y tampoco
debe surgir sustituyendo a una dirección global de la economía.
90. Objeto de la política estructural es, en primer lugar, la relación entre
los sectores de la economía o agregados del Producto Nacional Bruto o sus
relaciones con respecto al conjunto. Abarca con ello hechos heterogéneos,
así, por ejemplo, incluso las estructuras de producción, sobre las que influyen
también la configuración, sobre todo, de la política educativa, de la política del
suelo, la política de la utilización de tas riquezas del subsuelo y la política del
medio ambiente. Una importancia especial, dentro de la política estructural,
poseen las medidas que persiguen y actúan sobre la composición sectorial de
la producción de bienes y de los factores de producción, sobre la distribución
regional de la producción y de las rentas y sobre la dimensión y el número de
las empresas (en cuanto a la dimensión empresarial referida a la política es-
tructural).
En todos los sectores de la política estructural se ha de partir del hecho de
que las transformaciones estructurales se producen más bien lentamente y ne-
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cesitan tiempo. Por ello, en aquellos casos singulares que deban examinarse de-
talladamente puede una política estructural orientarse a acelerar los procesos
de adaptación o, por el contrario, a frenarlos.
Tal como se deduce de la crítica realizada en el apartado III, la política es-
tructural en un orden de economía de mercado no puede perseguir "objetivos
estructurales" autónomos. Decisivos son más bien los objetivos de Política
Económica general. Si un enjuiciamiento de la evolución estructural lleva a la
conclusión de que esta evolución contradice los objetivos económicos globales,
puede estar justificada una intervención.
91. La función propia tanto de la política estructural, en sentido general,
como la política estructural especial, sectorial o regional, es un tipo de polí-
tica de asignación. Los criterios para enjuiciar la aptitud de las medidas de po-
lítica estructural son las de eficacia estática y dinámica. Con esta vinculación a
las funciones de política de asignación no tiene, por qué deducirse, en ninguno
de los casos, la exclusión de otros objetivos de economía global del campo de
los objetivos sectoriales y regionales de la política estructural, pero, sin em-
bargo, debe perseguirse su realización, según criterios de asignación en ayuda
de los instrumentos de política estructural. Algunos ejemplos pueden aclarar
esta posición:
Así, básicamente la consideración de la protección del medio significa una
ampliación de la función de eficiencia del conjunto económico mediante la in-
clusión de estos efectos externos (ver apartado 18 y 101). El objetivo de la po-
lítica de medio ambiente que señala que no se pueden rebasar determinados es-
tándares de contaminación en determinadas regiones y zonas, puede perseguirse
y cumplirse, por regla general, con diferentes medidas. La elección de estas me-
didas —independientemente de los aspectos de política de orden (ver apartado
97)— es una función de la política de asignación.
Los campos de aplicación de la política estructural sectorial que tienen por
objetivo asegurar el suministro con materias primas necesarias o, donde ello no
sea posible, para disminuir el riesgo de las deficiencias de aprovisionamiento,
son aspectos que últimamente poseen una gran importancia. También para la rea-
lización de estos objetivos se plantean muy diferentes caminos. Por lo tanto, se
plantea la necesidad de determinar aquella combinación de medidas de Política
Económica generales y específicas de los sectores en las que el coste económico
global para la realización de los objetivos, medidos en la reducción del Producto
Nacional, sea previsiblemente el más bajo.
Las medidas de política estructural pueden también plantearse, por último,
desde el punto de vista de la política de ocupación, pero ello solamente en la
medida en la que se trate de disminuir, o bien de evitar, el paro, por motivos de,
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por ejemplo, cambios regionales o sectoriales. Estas medidas sólo tendrán éxito,
a la larga, cuando se elijan de acuerdo con criterios de eficiencia, de manera que
las nuevas estructuras de producción pueden actuar eficazmente bajo condicio-
nes de competencia.
92. De la vinculación entre la política de estructura regional con la política
de ordenación espacial tampoco puede deducirse ninguna debilitación de los plan-
teamientos básicos de la políticas de asignación. El objetivo supremo de la
política de ordenamiento espacial, que consiste en crear y mantener en todas
las regiones de la República Federal condiciones de vida semejantes, exige, en
aquellas regiones económicamente atrasadas, la creación de un potencial pro-
ductivo, y en aquellas regiones que peligra su estructura económica, el fomento
de adaptaciones empresariales y la reestructuración de la oferta de la mano de
obra. Pudiera ser que quede aquí pendiente de contestación qué aportación
pudiera realizar las mejoras de la movilidad espacial de capital y trabajo para
la solución de estos problemas. En algunos casos, pueden ser necesarias medi-
das de política estructural que persigan objetivos concretos para poner en mar-
cha, o para fomentar, los desarrollos autónomos creados por las fuerzas de mer-
cado. Estas medidas deben satisfacer los criterios de eficiencia estática y dinámi-
ca. Y solamente conseguirán éxito a la larga cuando no se utilicen contra las
fuerzas del mercado, sino que se utilicen lo mejor posible con el fin de que
sean autosoportes y que no estén destinadas a una continua "alimentación" es-
tatal a estas estructuras de producción creadas por motivos espaciales.
De forma indirecta puede ejercer una política estructural regional, basada en
criterios de eficiencia, al mismo tiempo una distribución regional igualitaria de
las rentas. Este efecto no es, sin embargo, seguro. En cuanto se desee, en inte-
rés de la sociedad, una redistribución inter-regional, a través de compensaciones
financieras y transferencias de aportaciones públicas determinadas, corresponden
a esta actuación objetivos más amplios de la política espacial. Esta no es una
función de la política estructural regional.
93. Toda modificación de las estructuras de producción existentes, estén
originadas por el mercado o por medidas de política estructural, afecta, al pro-
pio tiempo, a las estructuras de rentas y de patrimonio en los sectores y regiones
afectadas. Las empresas afectadas negativamente intentarán entonces que los res-
ponsables de la política estructural decidan contramedidas y ello, en base a ar-
gumentos que se basan en supuestos intereses generales de estabilización del
grado de ocupación. Siempre y cuando estas contramedidas sirvan a los afecta-
dos para ganar tiempo, de manera que les permita preparar y, en su caso, ejecu-
tar adaptaciones estructurales que desbordan sus propias fuerzas evitando pér-
didas de roces excesivos pueden, por ejemplo, por consideraciones de política
social, aceptarse tales medidas y, en caso de grandes modificaciones estructura-
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les, incluso por motivos de estabilidad, pueden estar justificadas. En ninguno de
los casos, sin embargo, puede abusarse de la política estructural para conservar
estructuras de producción económicas superadas y mantener situaciones de ren-
tas y de propiedad existentes.
B. MEDIDAS Y PRINCIPIOS
94. Las correcciones "á posteriori" de las estructuras de producción exigen
frecuentemente un amplio período de tiempo y de recursos escasos. Con el fin
de mantener lo más bajo posible los costes económicos de tales correcciones, se
recomienda utilizar al máximo las posibilidades de una política preventiva.
Una importancia decisiva debe asignarse a la política de orden. Mediante re-
gulaciones institucionales y otras medidas para el fomento de la competencia y
de la movilidad (incluyendo la movilidad profesional), así como mediante el
mantenimiento de los sistemas de atractivos del sistema de mercado, Se fomen-
ta la capacidad de este sistema para adaptar las estructuras de producción de
forma flexible a las exigencias cambiantes. Mediante medidas adicionales como,
por ejemplo, la regulación de la protección del medio ambiente o el fomento es-
tatal de la investigación básica se completa la política estructural del sistema
de asignación de los mercados, Una acumulación de intervenciones "ad hoc" en
los procesos económicos, por el contrario, originaría ineertídumbres adicionales
y dificultaría, por lo tanto, la planificación por parte de los sujetos económicos.
Además, deben incluirse dentro de una política preventiva, medidas de polí-
tica estructural. Así, se puede, mediante información, aclarar las evoluciones es-
tructurales previsibles, evoluciones que no son fácilmente reconocibles para mu-
chos (por ejemplo, en la evolución de la población activa) y, dado el caso, tam-
bién mediante la creación de atractivos económicos especiales de manera que no
se produzcan decisiones erróneas (por ejemplo, en la elección profesional) y se
pueda proceder a tiempo con las adaptaciones necesarias (por ejemplo, también
en la investigación aplicada).
Las posibilidades de una política estructural preventiva que influyen en estos
amplios límites en las estructuras de producción son, sin embargo, limitadas. Y
puesto que en los sistemas abiertos de economía de mercado surgen siempre
acontecimientos nuevos inesperados, puede suceder que se desarrolle la evolu-
ción estructural de forma muy diferente a lo que se ha pronosticado. Una polí-
tica estructural preventiva orientada a objetivos de configuración concretos debe,
por lo tanto, limitarse a contrarrestar futuras evoluciones erróneas. Y, por ello,
es tan importante una política de orden que facilite y obligue a una actuación
preventiva y rápida de los actores de la economía de mercado.
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95. Y ya que la política preventiva no es suficiente para evitar que surjan
distorsiones estructurales puede ser adecuado, en casos singulares, la aplicación
de medidas de Política Económica "a posteriori". Pero antes se debe comprobar
siempre si las distorsiones no se deben precisamente a la propia Política Econó-
mica. Subvenciones, por ejemplo, a favor de las zonas de aglomeración, provoca-
das por un fomento de la construcción de viviendas en esta región, empeora la
posición relativa de otras zonas e incrementa las exigencias de ayudas estructu-
rales estatales (8). En tales casos las medidas de reducción de las ayudas estruc-
turales facilitan esta función de desarrollar el potencial de producción en regio-
nes económicamente retrasadas. Por lo demás, exige la decisión de sí, y en su
caso, de qué medidas se han de elegir el que las instancias de Política Económica
pronostiquen a tales efectos las futuras estructuras y las posibles consecuencias
de medidas alternativas para influir las estructuras. Por lo tanto, existen también
para una política estructural correctora "a posteriori" ineertidumbre en el enjui-
ciamiento de los problemas de Política Económica y en la elección de las medi-
das, aunque si bien en menor medida que las correspondientes a la política de
proceso preventiva sobre la influenciación en la estructura.
96. La ineertidumbre inevitable del pronóstico, ineertidumbre que se incre-
menta notablemente, sin embargo, como consecuencia de las numerosas inter-
venciones de la Política Económica, sobre todo, en los sectores y en las regio-
nes, dificultan las decisiones de política estructural orientadas a cada uno de
los sectores y regiones. Es frecuentemente difícil decidir si es necesaria una in-
tervención de política estructural, y cuando lo es, qué combinaciones de instru-
mentos son las que permiten esperar los mejores resultados y cuánto tiempo ha
de durar su utilización. La elección de medidas conformes a los objetivos sólo
podrá realizarse de forma imperfecta.
97. Las medidas de política estructural no deben elegirse solamente por
motivos de su supuesta aptitud para lograr determinados objetivos concretos,
sino que deben considerar y fomentar también las condiciones funcionales gene-
rales de la economía de mercado. Con otras palabras, deben de ser conformes a
este orden de economía de mercado en el sentido funcional.
Sobre todo las actividades de Política Económica que afectan a sectores sin-
gulares observan frecuentemente de forma insuficiente los criterios de conformi-
dad con el ordenamiento económico. Esto se puede aclarar por el hecho de que
la observación de las condiciones funcionales generales de la economía de mer-
cado son un obstáculo para las empresas afectadas y para los actores políticos
en cuanto a alcanzar los objetivos perseguidos que, generalmente, consisten en
mantener durante el mayor tiempo posible las estructuras existentes. Un papel
no menos importante juega el hecho de que a determinados tipos de instrumen-
tos, por regla general, no se les puede asignar conformidad al ordenamiento eco-
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nómico, sino que depende de la forma y tipo de su utilización en casos concre-
tos. También es causa importante para la frecuente omisión del criterio de la
conformidad con el orden económico, por último, las consecuencias para el fun-
cionamiento del sistema en conjunto de las intervenciones no conformes al orden
económico en sectores singulares que sólo pueden precisarse de forma poco con-
creta. Solamente con la acumulación de tales intervenciones, que consideradas
aisladamente parecen "apenas sospechosas" de afectar a la política del orden
económico, es cuando se puede apreciar la degeneración del sistema de la eco-
nomía de mercado al hacerse plausibles y lo que sucede es que de forma errónea
se achaca tal degeneración al orden de economía de mercado.
98. El criterio de conformidad al Orden Económico es también, por los mo-
tivos mencionados, de considerar la aptitud para alcanzar determinados obje-
tivos singulares. Ambos criterios conjuntamente llevan a los siguientes princi-
pios fundamentales en la política estructural en una economía de mercado:
— La política estructural de una economía de mercado debe utilizar al má-
ximo posible los mecanismos del mercado.
— En casos de crisis estructurales sectoriales o distorsiones en el desarrollo
regional debe intentar su confirmación con sus propias aportaciones, acen-
tuarlas y no reducirlas ("ayuda para la autoayuda").
— Tampoco en tales Casos de crisis debe ser eliminada la competencia.
— Las medidas de política estructural tienen que perseguir el principio de
igual tratamiento.
— La decisión sobre las medidas de política estructural debe realizarse en
base a una comparación de costes y utilidades del conjunto económico o,
donde esto no sea posible, considerando sus costes relativos económicos
desde el punto de vista general.
— En tanto que a determinadas empresas singulares se les concedan venta-
jas para facilitar las adaptaciones estructurales se han de configurar éstas
de forma regresiva y, en todos los casos, limitadas en el tiempo.
— Las medidas de política estructural deben ser examinadas, o bien enjui-
ciadas de forma regular una vez que sé han realizado, en períodos de tiem-
po breves para deducir si ha cumplido con los objetivos perseguidos y en
qué medidas se han producido efectos accesorios relevantes. Las fechas
de revisión deben ser fijadas al mismo tiempo que se adopta la decisión
sobre las medidas.
Cuando el Estado considere que debiera conceder subvenciones a sectores
económicos o empresas, especialmente aquellas subvenciones de tipo indirecto
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u "oculta" en forma de ventajas fiscales, se comprende la pregunta de si tales
medidas no implican, al propio tiempo, como complemento necesario, la trans-
ferencia de derechos dé participación y, con ello, de codecisión al Estado. Si se
tuviese que contestar afirmativamente a esta pregunta se hubiera entrado ya en
un camino que significaría eliminar elementos fundamentales de una economía
de mercado. Por el contrario, se puede evitar esta consecuencia, cuando se con-
sigue la seguridad de que mediante regulaciones muy claras sobre las condiciones
de la subvención y sobre las condiciones impuestas para el destino de las mis-
mas a través de los controles administrativos eficaces, se puede deducir que ta-
les ayudas han sido utilizadas para los objetivos previstos.
C. CASOS PARA LA ACTIVIDAD POLÍTICO-ESTRUCTURAL DEL ESTADO
Aseguramiento de las condiciones funcionales de la economía de mercado
99. A continuación se exponen, en base a algunos casos concretos, funcio-
nes y posibilidades de solución para la actividad político-estructural del Estado
en una economía de mercado. Entre los fundamentos de la política de orden eco-
nómico que corresponden a una política estructural preventiva, debe contarse
con garantizar las condiciones de funcionamiento del sistema. En sus elementos
fundamentales han sido descritos estos aspectos en el apartado II. C, Se ha des-
tacado la importancia específica de la política de competencia como parte de la
política de orden económico. Bajo las actuales condiciones dadas de mercado
exige la garantía de la competencia la actividad estatal de forma muy diferen-
ciada.
Un peso especial poseen en este sentido las distorsiones de la competencia
que se producen por las empresas estatales o las empresas subvencionadas es-
tatalmente en los mercados extranjeros. Y puesto que las subvenciones estata-
les, en general, van a parar a las empresas que no poseen capacidad competiti-
va, esta actuación dificulta la división óptima internacional del trabajo y la lo-
calización óptima de las industrias. En los sectores económicos afectados en los
mercados nacionales, puede suceder que empresas eficaces encuentran dificulta-
des como consecuencia de estas actuaciones estatales.
100. Las condiciones de competencia falseadas dificultan en estos momen-
tos en la industria del acero europea la adaptación económica adecuada de las
capacidades a las nuevas relaciones de demanda y competencia.
La situación de crisis es la consecuencia de sobrecapacidades, a nivel mun-
dial, que se han producido, en parte dada la ampliación de la producción de ace-
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ro en los países en vías de desarrollo y en los países del bloque oriental y, en
mucha menor importancia, por la ampliación de las capacidades de la industria
del acero europea en previsión de un crecimiento económico esperado, además de
la política de subvenciones a empresas no rentables en algunos países europeos.
La solución solamente podrá encontrarse en un acercamiento de las capacidades
y de la producción a la menor demanda, esto es, en el paro de acerías. Las in-
tervenciones estatales en estos procesos sólo debieran ser adoptadas con el ob-
jetivo de hacer soportable esta adaptación, esto es, de que no se produzcan de-
masiado rápidamente y, al mismo tiempo, asegurar que se mantengan funcionan-
do aquellas explotaciones que a la larga trabajan con los costes más favorables.
Este objetivo se ve claramente en peligro por los diferentes comportamientos en
el mercado del acero de las empresas productoras, por ejemplo, empresas esta-
tales, empresas privadas y por prácticas totalmente diferentes en cuanto a sub-
venciones de los Estados europeos. Es necesario presionar urgentemente para
que se logre la reducción de las subvenciones actuales que se calculan en miles
de millones de marcos anuales y la aceptación de pérdidas estatales en otros
países de la CEE, con el fin de que no se vean afectadas las empresas privadas
que trabajan con costes más favorables y con instalaciones modernas y puedan
mantenerse empresas estatales que no trabajen rentablemente.
Las regulaciones de precios que se han propuesto como, por ejemplo, en el
plan Davignon las valora este Consejo Asesor de forma muy escéptica (ver apar-
tado 112). Se debe insistir con terquedad en que éstas serán solamente medidas
transitorias a corto plazo y que el tiempo debe utilizarse para hacer soportables
socialmente las necesarias adaptaciones de capacidades, sin que ello provoque
demoras en este proceso. Contra el "dumping" debieran ser suficientes las me-
didas y procedimientos previstos en los tratados del GATT y de la CEE. y don-
de no sea prácticamente posible un control del "dumping", por ejemplo, en las
importaciones de los países con comercio de estado, se tendría que examinar si
no debieran aplicarse otro tipo de medidas. Sobre estos problemas especiales de
las importaciones de países de comercio de estado no se entra en este dictamen.
Mejora de la eficiencia
101. Cuando como consecuencia de la producción o consumo de determina-
dos bienes se producen ventajas o desventajas a terceros, las cuales no repercu-
ten en las relaciones de mercado entre los partícipes y que, por lo tanto, no están
consideradas en la formación de los precios ("efectos externos"), se puede seña-
lar que no es eficiente la coordinación de la oferta y la demanda a través del
mercado desde el punto de vista del conjunto económico. En el caso de efectos ex-
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temos positivos» la producción se encuentra por debajo del volumen óptimo eco-
nómico; en el caso de efectos negativos sobrepasa.
Los efectos externos pueden surgir de diferentes formas, pero su identifica-
ción y su medición, así como su valoración, presentan, sin embargo, en general se-
rias dificultades (9). Esto tiene validez, por ejemplo, para las consecuencias ex-
ternas que generalmente se califican como negativas en el proceso de produc-
ción de bienes y en la utilización de bienes materiales sobre el medio ambiente.
La solución más inmediata pudiera consistir en desarrollar un sistema de inter-
vención estatal diferenciada que ejerciese influencia para evitar, o ai menos mi-
nimiza!, los daños sobre el medio ambiente. Por esta estrategia es por la que se
ha decidido la política de protección del medio ambiente en la mayoría de los
países, también en la República Federal de Alemania, aunque si bien, en muchas
de las formas de intervención se cuestionan las ventajas y desventajas para la
calidad del medio y de las producciones afectadas en el sentido de determinar si
el saldo constituye verdaderamente un beneficio para el bienestar económico en
su conjunto. Por lo tanto, deben considerarse cada vez de forma más acentuada,
en primer lugar, soluciones conformes al mercado, empezando por las posibilida-
des de adquirir derechos individuales y colectivos de patrimonio o bien de dis-
posición de los bienes del medio. Con ello pudiera conseguirse que los resulta-
dos o daños externos pudieran ser negociables y funcionales a nivel de mercado
e internalizarlos de tal manera que permitiese una valoración objetiva de su es-
casez. Pero* puesto que estas posibilidades son relativamente limitadas, se debie-
ran considerar otras soluciones más cercanas a los mercados (por ejemplo, tasas
en base a la ocasionalidad de las comunidades que los originan) antes de prose-
guir el camino hacia una dirección administrativa cada vez más intensa.
102. En el desarrollo regional los efectos externos juegan un gran papel en
las ventajas o bien desventajas de la aglomeración. Ventajas de la aglomeración
se producen por la proximidad espacial de producciones complementarias, o de
la propia dimensión de la aglomeración que hace posible servicios privados y pú-
blicos de elevada calidad. Las desventajas de la aglomeración son las consecuen-
cias de una sobrecarga de espacios con una densidad de población elevada.
La política estructural regional debe tratar de activar, lo más posible, los
efectos externos positivos. Aquellas empresas que arriesgan sus inversiones en
zonas potencialmente con capacidad de desarrollo, pero que aún se encuentran
retrasadas, mejoran con su actividad las condiciones para la actividad inversora
posterior. Por ello, puede defenderse, en tales casos, que se concedan subven-
ciones de puesta en marcha, pero limitadas en tiempo.
103. Pero es que además surgen otros aspectos externos con la utilización
de bienes determinados. Donde se consigue por una mejora de la situación de la
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vivienda (incluyendo el medio ambiente de las viviendas) una mejora de la hi-
giene de las viviendas de las condiciones de vida de todo un barrio, pudiera
ser recomendable como adecuado conceder mejoras subsidiarias del Estado en
forma de subvenciones para la demanda o para la oferta (a esta última especial-
mente cuando se trata de sanear zonas determinadas). Por el contrario, podría
contrarrestarse la expansión de las consecuencias negativas debidas a su poca
consideración por parte de los propios consumidores, tal como sucede con la
utilización de determinados bienes como tabaco y alcohol, con impuestos espe-
ciales ; éstos, sin embargo, deben alcanzar un importe sensible.
La política de atractivos y de cargas fiscales especiales se utilizan actualmen-
te, de forma frecuente, en los efectos externos del tipo mencionado. No es hoy
precisamente la función más urgente su expansión a más productos, sino más
bien su configuración adecuada y su limitación a los casos más importantes.
Una mala interpretación de las intervenciones estatales correctoras para dirigir
la utilización de los bienes llevaría, cada vez de forma más intensiva, a un pa-
triarealismo estatal y a unta dirección burocrática, esto es, a costes de transac-
ción sociales crecientes frente a los que no se producirían a las correspondien-
tes utilidades para el conjunto económico.
Fomento de las invenciones y de las innovaciones
104. Una economía de mercado, con un sistema de sancionamiento que fun-
cione, ofrece una elevada garantía de no anquilosar las estructuras de producción.
La competencia obliga a los oferentes a buscar nuevos caminos para solucionar
las necesidades y mejorar los procedimientos de producción.
El sistema de atractivos de la economía de mercado limita, al propio tiempo,
las tendencias innovadoras a las soluciones próximas al mercado. La investiga-
ción básica queda insuficientemente considerada debido, por un lado, a los ele-
vados riesgos que presenta y por otro, en caso de éxito, a los efectos positivos
externos elevados. Por lo tanto, es imprescindible la aceptación por parte del
Estado —o de forma complementaria— un fomento estatal en la investigación
básica muy alejada de las exigencias del mercado. También se utilizan por parte
estatal, en caso de implementación de investigación básica, instituciones priva-
das y empresas privadas. Pero en este caso no solamente debe garantizarse que
el resultado de la investigación es accesible, sino también que funcione la com-
petencia innovadora entre las instancias a las que se ha confiado la función de
investigación. Debe exigirse la publicación de los resultados y la competencia
entre las instituciones de investigación cuando se fomenta con ayuda estatal la
investigación aplicada y de la investigación de productos y procedimientos —pero
en cualquier caso sólo debe darse en situaciones limitadas—, ya que los resulta-
dos conseguidos pueden más fácilmente monopolizarse que en el caso de la in-
vestigación básica.
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105. Como receptor de los contratos de investigación estatales se ofrecen,
en el sector de las ciencias naturales, en primer lugar, las grandes empresas. Ya
que éstas son las que se encuentran en situación de realizar investigación básica
por su dimensión y por su fuerza financiera. Disponen de grandes instalaciones
de investigación y pueden realizar, por lo tanto, proyectos complejos. Incluso,
cuando se publican los resultados de la investigación y éstos se hacen accesibles
a todas las personas interesadas, perciben en determinadas circunstancias a pe-
sar de ello, las grandes empresas fomentadas por el Estado, frente a las otras,
ventajas sustanciales, ya que alcanzan un nivel de conocimientos que puede ser
incluso desarrollado con tal de dar una continuidad a la investigación desarro-
llada con las ayudas de investigación estatal. Estas empresas pueden utilizar
para sí importantes productos secundarios de la investigación y se encuentran
además en situación de transformar, como consecuencia de la unidad institucio-
nal de investigación y producción y su amplia paleta de producción, los resulta-
dos de investigación de forma directa en decisiones de producción. Quedan, por
lo tanto, señaladas las consecuencias negativas de una tal práctica de concesión
de medios de investigación para el funcionamiento de las estructuras de mer-
cado.
Este Consejo Asesor recomienda que se realice una investigación específica
sobre los problemas de política de orden económico y de orden de competencia
que se originan por el fomento de la investigación con medios estatales y sus
consecuencias económicas generales y evitando soluciones que lleven a un fo-
mento de la concentración, a una debilitación de la competencia y a una exce-
siva actuación del papel del Estado.
106. Otro problema que aun está sin resolver se solapa en realidad parcial-
mente con el que se acaba de mencionar. En los últimos años, se ha producido
en la República Federal de Alemania un fuerte desplazamiento hacia el fomento
de proyectos de forma directa. Con lo que en este sector se sustituyen los pro-
cesos de selección de la economía de mercado tendencislmente por decisiones
administrativas que, a su vez, de forma decisiva están determinadas por inte-
reses de las instituciones de investigación privadas o, en parte, también, públi-
cas, o bien empresas. El fomento directo de proyectos es inevitable en el caso
de investigaciones complejas. Sin embargo, debiera quedar limitada esta asig-
nación directa de fomento de la investigación a grandes proyectos y que para
evitar la mala utilización de los medios públicos, después de terminar el pro-
yecto, debe realizarse, por parte de terceros, controles independientes y, en su
caso, también por científicos extranjeros. En todos los demás casos, debiera
sustituirse esta asignación directa (por ejemplo, a través de atractivos fiscales).
El fomento indirecto tiene la ventaja de que puede activar un potencial de inves-
tigación más amplio y, al mismo tiempo, puede conseguir que se impongan de
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forma más acentuada criterios competitivos. Además tiene el efecto positivo,
como consecuencia de su planteamiento general, de fortalecer más que hasta
ahora las posibilidades de la industria media y pequeña en el sector de la in-
vestigación y desarrollo y ampliar la base competitiva en la innovación.
Garantía del aprovisionamiento con productos claves,
107. El peligro del futuro aprovisionamiento de productos claves, tales como
energía o minerales, cuya falta podría afectar a producciones decisivas, o pudie-
ra provocar una pérdida importante de las costumbres de los consumidores pue-
de producirse por un consumo desmesurado de recursos no regenerables y, por
otra parte, por la eliminación de suministradores extranjeros significativos. El
petróleo ha provocado ambos casos. Si se continúa la evolución del consumo,
en cualquier caso, según el nivel actual de nuestros conocimientos sobre las
reservas de petróleo del mundo, puede calcularse que en un tiempo previsible
se tiene que producir una escasez drástica. Además, depende la República Fe-
deral de Alemania en un 95 por 100 de su consumo de petróleo de las impor-
taciones, petróleo que a su vez constituye la mitad del consumo para la propia
producción de energía. Por lo tanto, es necesario acelerar la sustitución del pe-
tróleo por otros elementos energéticos que eleven la seguridad en el suministro
mediante la diversificación de las fuentes de suministro y el ahorro de energía,
para lo que además deben considerarse los efectos externos positivos en el me-
dio ambiente. Tanto en la sustitución del petróleo por otros elementos energé-
ticos menos escasos, como también en cuanto a las técnicas de ahorro de energía
puede contarse con un considerable potencial innovador.
Una fijación cuantitativa de las magnitudes para el desarrollo en la utilización
de energía primaria por unidad del Producto Nacional Bruto, para la participa-
ción de la parte del autoabastecimiento y para las partes de cada uno de los
elementos energéticos sería hoy apenas posible, como consecuencia de las di-
ficultades de pronóstico. Además, se limitaría, más de lo que hoy ya lo está,
la competencia sustitutiva existente y, sobre todo, en el sector del petróleo, de
la competencia directa entre los productores de energía. Las medidas de política
estructural tendentes a asegurar el aprovisionamiento energético deben orientarse
más bien, en tanto sea posible, a utilizar las fuerzas espontáneas del mercado
y solamente a intervenir de forma correctora donde amenazan claramente desa-
rrollos erróneos.
108. Las condiciones para asegurar el aprovisionamiento energético se han me-
jorado desde la crisis de petróleo de 1973-74. En unos países suministradores
de petróleo se han producido, como consecuencia de la industrialización, en
otros países por la inversión de los ingresos corrientes del petróleo en los países
consumidores del petróleo, interdependencias entre los países suministradores
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y consumidores de petróleo que favorecen los procesos de coordinación de la
economía de mercado. Además, se ha de observar que los importadores naciona-
les se preocupan cada vez más de una diversificación, en cuanto a los países de
origen, porque como empresa tiene que asegurarse una base de referencia sufi-
ciente para garantizar sus objetivos a largo plazo. Debe hacerse notar también
el desarrollo de esfuerzos, por parte de empresas energéticas nacionales y
más aún de las internacionales, para lograr nuevas fuentes energéticas y nue-
vos elementos energéticos, aún cuando los niveles de rentabilidad no se hayan
alcanzado aún. También la diversificación, según elementos energéticos, esto es,
sobre todo, la sustitución del incierto y escaso petróleo, por elementos energé-
ticos más abundantes y con más posibilidades de disposición, pueden ser so-
metidos a las fuerzas del mercado. La oferta de energías sustitutivas se ha eleva-
do y ampliado desde la crisis mundial de 1973-74 y las condiciones económicas
para una sustitución del petróleo en su principal campo de actividad, la obten-
ción de calor, se ha mejorado desde entonces básicamente. Las ayudas estatales
que van más allá de una ayuda complementaria para el funcionamiento de la
economía de mercado mediante acuerdos de protección de inversiones (por
ejemplo, en "joint ventures") y otras medidas conformes al mercado, pueden
considerarse ya hoy día nuevamente para el carbón nacional.
109. La minería del carbón alemana no puede soportar la competencia, a
pesar de la elevación de los precios de las energías competitivas, sin una protec-
ción económica, con los precios del carbón de terceros países, ni con el petróleo.
Una protección del carbón nacional de la competencia extranjera para asegurar
el abastecimiento, solamente puede aprobarse cuando a estos efectos no se
disponga de ninguna alternativa semejante (por ejemplo, importación de carbón
de países seguros). Con el fin de mantener lo más bajo posible los costes econó-
micos para garantizar el aprovisionamiento, deben examinarse cuidadosamente
las alternativas existentes y la concesión de subvenciones. En cualquier caso,
deben reducirse al máximo las asignaciones estatales a la minería del carbón na-
cional para mantener el atractivo de la economicidad.
El sistema de intervención en favor de la minería del carbón nacional incide
de forma masiva en el mecanismo de los precios y no aprovecha las posibilidades
de una coordinación por el mecanismo del mercado. Con las prohibiciones par-
ciales de utilización para el petróleo y para el gas natural, con las subvenciones
a la demanda (por ejemplo, subvenciones al carbón de cock), prohibición de in-
versiones, condiciones financieras, contingentes de importación, derechos adua-
neros y otras medidas, se intentan estabilizar los niveles de producción de la
minería del carbón nacional. Los costes económicos globales de este entramado
de intervenciones, que incluyen también los costes adicionales que tienen que
soportar los competidores y consumidores del carbón en forma de costes de
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adaptación y cargas fiscales, desbordan en una amplia medida, la magnitud que
sería necesaria para el mantenimiento en equilibrio del fomento de la minería del
carbón propio. Mucho más eficiente sería simplificar el sistema de ayudas de
forma radical y desarrollarlo en el sentido de subvenciones abiertas a las
empresas mineras. Estas subvenciones podrían permitir que el mecanismo de
precios ejerciese de forma eficaz como instrumento coordinador y tendrían la
gran ventaja de que las empresas productoras de carbón incrementarían sus es-
fuerzos de ventas más que lo que sucede hoy. En aquellos sectores de ventas que
actualmente no están subvencionados, pesan de forma prohibitiva los precios
del carbón que se encuentran muy por encima de los precios de la competencia.
Lo que tiene como consecuencia que los oferentes de carbón abandonan estos
sectores prácticamente sin lucha alguna.
110. Una alternativa parcial para la posibilidad de elevar la garantía del
aprovisionamiento energético mediante la protección de energía primaria na-
cional la ofrece el ahorro de energía. Esta alternativa se encuentra hoy día, aun
conociendo los efectos externos positivos sobre el medio ambiente, pero, como
consecuencia del corto horizonte económico relativo de la mayoría de los con-
sumidores energéticos, muy por detrás de las magnitudes deseadas desde el
punto de vista económico general. Por ello, es necesario un fomento estatal del
ahorro energético que es a su vez, compatible con la economía de mercado. La
magnitud y las formas del fomento estatal del ahorro de energía precisan, sin
embargo, también de un examen cuidadoso desde los puntos de vista de polí-
tica de orden económico y de la eficacia. Tampoco puede deducirse de la ame-
nazante escasez de algunos de los elementos energéticos, la justificación de
ahogar el consumo energético sin considerar los costes que se producen en
la economía en su conjunto como consecuencia de esta medida.
Ayudas de adaptación para grandes adaptaciones estructurales
111. Este caso es, sin duda, el más importante de los planteados hasta
ahora en la práctica de la política estructural. En muchos casos, tal como en el
acero o en el carbón, se vinculan los aspectos de intervención de las ayudas
de adaptación con otros objetivos intervencionistas.
Se trata aquí de evoluciones estructurales erróneas que se reflejan en estran-
gulamientos o en superávits de capacidades. Los extrangulamientos sectoriales
se han producido en el pasado solamente cuando se ha intentado evitar una
expansión de la oferta mediante medidas estatales de políticas de precios y
se ha estimulado al mismo tiempo la demanda. Una excepción la constituye el
sector de la vivienda, donde como consecuencia de las destrucciones de la guerra
surgió una situación muy especial. En otros casos, los estrangulamientos sec-
toriales provocan fuertes incentivos para la producción dados los beneficios
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provenientes de la escasez existente, lo que lleva normalmente a una rápida am-
pliación de capacidades. Cuando la función del atractivo que corresponde a
los beneficios producidos por una situación de mercado no sea suficiente para
provocar, con la suficiente rapidez, la creación de capacidades puede contribuir
la política estructural mediante facilidades fiscales y ayudas financieras y
crediticias para apoyar los procesos del mercado. Ahora bien, debe contarse
con el peligro de un "exceso" de corrección.
112. También cuando se tratan de disminuir los superávits de capacidad,
puede este proceso realizarse, bajo condiciones de mercado, normalmente de for-
ma relativamente rápida. Lo que puede suceder, sin embargo, es que se produz-
can consecuencias secundarías no deseadas para la estructura de la oferta y para
la intensidad de la competencia cuando la selección no tenga lugar evaluando
las capacidades que se eliminan según criterios de competencia. Este es, por
ejemplo, el caso cuando los oferentes al recurrir a la caja publica se encuentran
con que no se comportan conforme a la competencia; a este respecto se ha
planteado esta situación ya anteriormente (ver apartado 100) por lo que respecta
a la industria del acero. En tales casos, lo fundamental de las medidas debe
verse en la recuperación de las condiciones de funcionamiento de las mercados
afectados.
En caso de grandes crisis estructurales, también pueden ser apropiadas ayu-
das estatales para la reorganización de las empresas, cuando se pueda esperar
que éstas, después de una transformación ordenada, puedan sobrevivir a largo
plazo en los mercados. Deben evitarse las limitaciones de la competencia median-
te medidas de política comercial. Los cárteles de crisis estructurales, que cons-
tantemente se exigen por las empresas, deben valorarse, según todas las expe-
riencias existentes, de forma escéptica y no debieran ser considerados para
estos casos. Por el contrario, a las afirmaciones que generalmente se hacen,
según las cuales se supone que cuando se producen tales limitaciones de la com-
petencia se produce un saneamiento estructural ordenado y, con ello, se llega a
una concentración de la producción en las mejores empresas, se ha demostrado
que los carteles de crisis estructurales siempre han tratado de diferir, lo más
posible, los procesos de adaptación necesarios, tratan de evitar la adaptación y
debilitan de forma exagerada, la competencia.
Una aceleración de la reducción de los superávits de capacidad mediante me-
didas de política estructural sólo es necesaria en casos muy aislados. Solamente
es previsible una reducción lenta donde falta la competencia. Por lo tanto, puede
considerarse que la intensificación de la competencia, mediante los medios apro-
piados de política de competencia, constituye el mejor instrumento para la acele-
ración deseada.
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113. Cuando surgen superávits de capacidad debe examinarse con mucho
cuidado si existe, en principio, la necesidad de una ayuda estatal. Así, se puede
señalar como todavía no hace aproximadamente un año, algunas empresas pe-
trolíferas plantearon el problema de la necesidad de una ayuda de adaptación es-
tructural por parte de la Comunidad Económica Europea, ayudas que iban vin-
culadas con otras exigencias para la reducción de supuestas ventajas de los com-
petidores. En aquel entonces trabajaban la mayoría de las empresas petroleras
alemanas, con considerables pérdidas.
Confiando en un crecimiento ininterrumpido de la demanda de los produc-
tos petrolíferos, en una composición de productos que correspondía a la evolu-
ción de la demanda hasta ahora existente durante los años 60 y comienzos de
los 70, se construyeron en Europa grandes capacidades de transformación adi-
cionales destinadas a cubrir en gran parte la demanda de gas oil. Esta capacidad
desbordaba con mucho la demanda de los próximos años como consecuencia
de la reducción en el crecimiento de los consumos de productos petrolíferos en
su conjunto y por la limitación adicional del consumo de importantes productos
petrolíferos dadas las intervenciones de política energética. Además, no corres-
ponde la composición de las capacidades a la futura estructura de la demanda
para los productos petrolíferos terminados, ya que se han desplazado hacia los
productos ligeros (gasolinas, etc.). Sobre las funciones de adaptación plantea-
das apenas existen diferentes concepciones en los círculos de las compañías pe-
trolíferas. Hoy se puede asegurar que en Europa Occidental muchas de las com-
pañías petrolíferas han empezado, entretanto, su adaptación. Han parado insta-
laciones viejas y han iniciado importantes esfuerzos inversores para disponer
de las refinerías correspondientes a la modificación de la estructura de la de-
manda (construcción de instalaciones de conversión de todo tipo).
Las ayudas de adaptación exigidas no han sido concedidas. La evolución que
ha tenido lugar hasta ahora ha demostrado lo correcto de esta decisión. A pesar
de que las condiciones para una adaptación estructural han quedado total-
mente sometidas a las fuerzas de mercado y que no eran favorables en el mer-
cado del petróleo como consecuencia de las distorsiones de la competencia, han
aportado ya hoy al proceso de adaptación resultados muy importantes y no ha
influido, como se temía por algunos, de forma negativa en las estructuras com-
petitivas.
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V. Confirmación y desarrollo del orden de
Economía de Mercado
114. Las exposiciones realizadas con motivo de este Dictamen, así como los
elementos configuradores de un orden de economía de mercado, han demos-
trado que la crítica a este orden económico parte frecuentemente de ideas erró-
neas sobre sus características y sobre su forma de funcionamiento. En ninguno
de los casos se trata de un sistema que sitúe al Estado en una posición de
inferioridad. El mecanismo de mercado se aplica allí donde se dan las condiciones
bajo las que se pueden realizar sus ventajas de asignación descentralizada o
pueden ser creadas por la actuación estatal. AHÍ donde, sin embargo, esto no
sea posible o solamente sea posible con enormes desventajas, son necesarias
correcciones y complementos al mercado. Aquí es donde el Estado tiene que
jugar un papel muy importante en el contexto de la economía. Pero, al mismo
tiempo, debe asegurarse que las medidas adoptadas permanecen dentro del
ordenamiento de una economía de mercado. Frente a un tal ordenamiento eco-
nómico que da preferencia a los procesos de decisión descentralizados del mer-
cado, pero que transfiere al Estado funciones importantes, no son aceptables
muchas de las críticas respecto a que el orden de una economía de mercado no
sea capaz de solucionar problemas complejos.
115. Por el contrario, puede realizarse una crítica justificada a deter-
minadas prácticas de Política Económica que se están extendiendo desde algún
tiempo en países basados en economías de mercado. Pero estos defectos no
deben, sin embargo, ser achacados a un concepto de ordenamiento económico
correcto, ya que estas actuaciones van en contra. Su revisión y sustitución me-
diante medidas conformes al orden de una economía de mercado corresponden
precisamente a las funciones de esta política de ordenamiento económico. Esta
política no debe solamente evitar tales prácticas, sino que debe además actuar
contra aquellas propuestas que tratan de eliminar componentes vitales de este
ordenamiento económico, tal como se puede apreciar en las propuestas de una
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programación estatal de las estructuras de inversiones y de la producción, así
como también en el resurgimiento comentado del proteccionismo (ver aparta-
do III).
Las propuestas de este tipo se producen en algunos casos por motivos de
oposición contra los sistemas de economía de mercado, pero la mayoría de los
casos por una falta de conocimientos sobre el funcionamiento de un orden de
economía de mercado y para su importancia para el bienestar del individuo.
Lo mismo puede decirse por lo que respecta a una mentalidad que solamente
mira como asegurar situaciones de rentas existentes y se decide por soluciones
cómodas, sin reconocer de que en tales circunstancias se encuentran en peligro
los niveles de bienestar alcanzados.
116. Así como es necesario contrarrestar tales peligros, se presenta cada vez
también como más necesario continuar el desarrollo de un ordenamiento de
economía de mercado y adaptarlo, a largo plazo, a las condiciones cambiantes
del marco en el que se desenvuelve. Esta política de orden económico dinámica
constituye, en la misma manera, una función permanente del Estado como lo es la
dirección global, las correcciones de redistribución, la creación de bienes públi-
cos y la influenciación o bien consideración de los efectos externos. El Consejo
Asesor solamente ha tratado aquí de aquellas funciones que se refieren a la
intervención del Estado en la estructura económica con el fin de demostrar que
este campo de intervención puede ser realizado con medidas conforme al
orden de una economía de mercado. Precisamente en este campo es donde se
propagan medidas dirigistas que contradicen el mecanismo de mercado y que
se consideran frecuentemente como necesarias. Pero, sin embargo, se demuestra
que no existe ningún motivo para abandonar el orden de una economía de mer-
cado, todo lo contrario: cuando ésta se concreta mediante medidas apropiadas,
por ejemplo, para garantizar los aprovisionamientos y el fomento de la innova-
ción, el mecanismo de mercado domina mejor las transformaciones estructura-
les que lo que pudiera hacer el propio Estado. El mercado facilita con costes re-
lativamente bajos de información una adaptación constante y flexible para
una mejor asignación de los recursos para, de esta manera, alcanzar un creci-
miento económico más rápido y ello considerando las restricciones necesarias,
por ejemplo, de protección del medio ambliente, que deben ser establecidas por
el Estado.
117. Esta superioridad en la eficacia no constituye la única ventaja de un
orden de economía de mercado. Además debe considerarse el elevado grado de
libertad que concede a la actividad individual. Esta libertad incluye la posibilidad
de crear mediante acuerdos libres de los grupos afectados nuevas formas de
organización de la producción, de los procesos de intercambio, de la colabora-
ción en las decisiones empresariales y en el aseguramiento del riesgo; acuerdos
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de este tipo no deben de limitar, sin embargo, la competencia y la capacidad fun-
cional del mecanismo de mercado. De la misma manera puede considerarse
también el orden de una economía de mercado abierto a experimentos de mo-
dificaciones institucionales de tipo experimental. Facilita el que se prueben ele-
mentos de ordenamiento con desarrollos ulteriores bajo condiciones cambiantes,
Esta posición abierta fundamental para las formas de organización en tanto sean
compatibles con la exigencia fundamental de la coordinación a través del mer-
cado, es la que diferencia la concepción de economía de mercado de las con-
cepciones cerradas estáticas. Pero también constituye, al mismo tiempo, un mo-
tivo para su constante amenaza.
Y a este peligro y a la necesidad de un continuo desarrollo del orden econó-
mico de la República Federal de Alemania es sobre lo que este Consejo Asesor
quería llamar la atención.
Bonn, 12 de enero de 1979
El Presidente del Consejo Científico
del Ministerio Federal de Economía Alemán,
Prof Dr. Hans K. SCHNEIDER
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